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Exp. 513/2021/1 


       TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA
PRIMERA SALA UNITARIA

EXPEDIENTE: 513/2021/1
PARTE ACTORA: 

**********.

AUTORIDAD DEMANDADA:

DIRECTOR GENERAL DE NORMATIVIDAD DE LA CONTRALORÍA GENERAL DEL ESTADO Y OTRA AUTORIDAD.
MAGISTRADA:

LICENCIADA MA. EUGENIA REYNA MASCORRO.

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LICENCIADA ROSALINDA CORONADO VILLALOBOS. 
San Luis Potosí, San Luis Potosí, treinta y uno de enero de dos mil veintidós.

V I S T O S para resolver en definitiva los autos del juicio contencioso administrativo número 513/2021, promovido por**********, contra actos de la Contraloría General del Estado de San Luis Potosí y otra autoridad; y,
R E S U L T A N D O
I.- Mediante acuerdo del diez de agosto de dos mil veintiuno, se tuvo por presentado escrito signado por el demandante mencionado en el párrafo que antecede, mediante el cual demandó como autoridad al Director General de Normatividad de la Contraloría General del Estado, por la nulidad de: 
· La resolución de veinticinco de junio de dos mil veintiuno, dictada por la Directora de Responsabilidades y Ética Pública de la Contraloría General del Estado, mediante la cual se determina la suspensión del empleo por el período de tres meses sin goce de sueldo.

De lo cual tuvo conocimiento el 19 de Julio de 2021; y señaló como autoridades demandadas a:

1. Director General de Normatividad
2. Directora de Responsabilidades y Ética Pública, ambas autoridades pertenecientes  a la Contraloría General del Estado.

II.- Substanciado el presente juicio en cada una de sus etapas, el veinticuatro de noviembre de dos mil veintiuno, tuvo verificativo la audiencia de ley en este juicio, sin la asistencia de las partes. Enseguida el Secretario de Acuerdos, dio lectura al escrito de demanda y contestación de la misma, ampliación y contestación de la misma, señalando las pruebas documentales presentadas por las partes. Se hizo constar que no se les desechó ninguna prueba a las partes. Se tuvieron por desahogadas las pruebas documentales de las partes. En período de alegatos se certificó que se formularon éstos por el autorizado de la parte actora, diversa autoridad demandada Directora de legalidad e Integridad Pública de la Contraloría General del Estado, en Representación de la Directora de Responsabilidades y Ética Pública de la citada Contraloría, haciéndose constar que no fueron presentados por la diversa autoridad demandada Auditoría Superior del Estado, razón por la que se dio por terminada la audiencia, se citó para resolver y se turnaron los autos a la Magistrada Titular para formular el proyecto respectivo.
C O N S I D E R A N D O
PRIMERO.- A la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º, fracción XIV, y 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; Segundo Párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y una autoridad de esta entidad federativa donde se ejerce jurisdicción.

SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar la legitimación de los comparecientes en este juicio.

La parte actora acreditó su interés jurídico, en términos del numeral 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, con el documento original de la resolución de veinticinco de junio de dos mil veintiuno, dictada por la Directora de Responsabilidades y Ética Pública de la Contraloría General del Estado, mediante la cual se determina la suspensión del empleo por el período de tres meses sin goce de sueldo; documental que obra a fojas 8 a la 79 del expediente en el que se actúa.
De igual forma, la personalidad y legitimidad de la autoridad demandada, se encuentra debidamente acreditada en este Tribunal, al comparecer a juicio el Director General de Legalidad e Integridad Pública, en representación del Director de Responsabilidades y Ética Pública de la Contraloría General del Estado, conforme a lo establecido por el párrafo tercero del numeral 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, acreditando el carácter con que compareció, mediante la copia certificada del nombramiento que le fue expedido, mismo que obra a fojas 95 y 96 del presente expediente.
Por lo que respecta a la personalidad de la Auditora Superior del Estado, se encuentra debidamente acreditada en este Tribunal, al referir e nombramiento expedido a su favor, por la  Sexagésima Primera Legislatura Constitucional del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí, publicado en el Periódico Oficial del Estado en edición extraordinaria el 31 de octubre de 2017, conforme a lo establecido por el párrafo segundo del numeral 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, mismo que obra a fojas 102 y 103 del presente expediente.

Las documentales anteriormente referidas hacen prueba plena de conformidad con lo dispuesto por el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí. 
TERCERO.- La litis planteada en este juicio, es determinar la legalidad o ilegalidad de la resolución de veinticinco de junio de dos mil veintiuno, dictada por la Directora de Responsabilidades y Ética Pública de la Contraloría General del Estado, mediante la cual se determina la suspensión del empleo por el período de tres meses sin goce de sueldo; documental que obra a fojas 8 a la 79 del expediente en el que se actúa; documentales que fueron ofrecidas por la parte actora, en cumplimiento a lo dispuesto en los numerales 233 fracción IV y 234 fracción II, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
CUARTO.- Antes de entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.
En ese sentido, se tiene que la autoridad demandada al momento de producir su contestación de demanda hizo valer la excepción de improcedencia de la acción; sin embargo dicha excepción se refiere a que la resolución impugnada fue dictada conforme a derecho y cumpliendo con los requisitos legales, lo que desde luego no es una causal de improcedencia, sino una argumentación relativa al fondo del asunto.

Por último, del examen general practicado al sumario, esta Sala Unitaria no advierte que existan causales de improcedencia o sobreseimiento que se deban examinar de oficio. 

QUINTO.-  Los conceptos de impugnación que plantea la parte actora en su escrito inicial de demanda, se localizan en fojas de la 3 a la 5, y los de su alcance de demanda se localizan a fojas 147 a la 172 del expediente en que se actúa, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la Tesis de Jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito; Novena Época, Tomo VI, Común, Jurisprudencia TCC, Apéndice 2000, Página 414, que a la letra dice lo siguiente:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.-  El hecho de que el Juez  Federal  no  transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma. ...”
SEXTO.- A juicio de la Magistrada Titular de esta Sala Unitaria, los motivos de disenso que el Actor hace valer en su escrito de demanda, resultan infundados por una parte e inoperantes por otra parte, en atención a las siguientes consideraciones legales:
En el primer concepto de impugnación la parte actora aduce que el acto impugnado viola en su perjuicio los artículos 1°, 14, 16 y 17 de la Constitución Federal, y las garantías de legalidad, seguridad jurídica, debido proceso y audiencia, toda vez que la autoridad no le podía sancionar al ser una autoridad incompetente para sancionar, pues dichas facultades fueron conferidas al Titular de la Contraloría Interna del Sistema Estatal para el Desarrollo Integral de la Familia, dentro del numeral 44 de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de San Luis Potosí, en sus fracciones V, VI, XI, XII, XVI, y XVII, en relación con los numerales 3°, 60, 62, 64 y 82 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, respecto del Organismo Público descentralizado**********, en virtud de que la autoridad solo puede hacer lo que expresamente le faculte, concluyendo que la delegación de facultades es señalada por la Ley, luego entonces la Contraloría Interna del Sistema Estatal para el Desarrollo o el Órgano de Control Interno, son las autoridades competentes para resolver e iniciar el procedimiento respectivo disciplinario, por lo cual es ilegal el expediente de responsabilidad resuelto.
Dicho argumento resulta infundado, toda vez que de conformidad con lo previsto en los numerales 1º, 2º fracción II, 3° fracción V, 59, 63, 64, 82 fracción I de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, vigente al momento de los hechos de la conducta atribuida, así como los artículos SEGUNDO y CUARTO transitorios de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, publicada el tres de junio de dos mil diecisiete en el Periódico Oficial del Estado; los que a la letra disponen lo siguiente:
ARTICULO  3º.  Las  autoridades  competentes  para  aplicar la  presente Ley,  serán: 

…V.  La  Contraloría  General  del  Estado,  la  que  para  efectos  de  esta  Ley  se  entenderá  por: Contraloría;

ARTICULO  59.  En  la  administración  pública  del  Estado  la  facultad  disciplinaria  corresponde  al titular  del  Poder  Ejecutivo,  quien,  fuera  de  los  casos  expresamente  previstos  en  esta  Ley,  la ejercerá  a  través  de  la  Contraloría  y  los  órganos  dependientes  de  ésta,  en  los  términos  señalados en  el  presente  ordenamiento.

ARTICULO  63.  La  Contraloría,  de  oficio  o  a  petición  fundada  del  órgano  de  control  interno  de  la dependencia  o  entidad  de  la  administración  pública  estatal  en  la  que  labore  el  servidor  público inculpado,  podrá  tramitar  el  procedimiento  y  resolver  lo  conducente  respecto  de  las  denuncias  o quejas  que por su interés  y  trascendencia  así lo  ameriten,   
ARTICULO  64.  Si  de  las  investigaciones  y  auditorías  que  realice  directamente  la  Contraloría apareciere  la  responsabilidad  de  los  servidores  públicos,  instruirá  al  órgano  de  control  interno  de  la correspondiente  dependencia  o  entidad,  para  que  proceda  a  la  investigación  y  sanción  disciplinaria por  dicha  responsabilidad,  a  no  ser  que  determine  avocarse  directamente  al  asunto  en  los  términos del  artículo  que  inmediatamente  antecede,  informando  de  ello  al  titular  de  la  dependencia  o  entidad para que  participe  o coadyuve  en  el  procedimiento  de  determinación de  responsabilidades.
ARTICULO  82.  Las  autoridades  competentes  conforme  a  esta  Ley,  impondrán  las  sanciones administrativas  a  que  se refiere el  Capítulo IV  de  este  Título,  mediante el  siguiente procedimiento: 
I. Citarán  al  presunto  responsable  a  una  audiencia,  haciéndole  saber  la  responsabilidad  o responsabilidades  que  se  le  imputan;  el  lugar,  día  y  hora  en  que  se  verificará  dicha  audiencia  y  su derecho  a  ofrecer  pruebas;  y  alegar  en  la  misma  lo  que  a  su  derecho  convenga,  por  sí  o  por  medio de  un defensor. 
(REFORMADO, P.O. 14  DE  ABRIL DE  2011) En  su  caso,  también  asistirá  a  la  audiencia  el  representante  de  la  dependencia,  entidad  estatal,  ayuntamiento o  sus  entidades,  que  para  tal  efecto  designen. Entre  la  fecha  de  la  citación  y  la  de  audiencia  deberá  mediar  un  plazo  no  menor  de  cinco  ni  mayor de  quince  días  hábiles;

TERCERO.  “El  cumplimiento  de  las  obligaciones  previstas  en  la  Ley  de  Responsabilidades Administrativas  para  el  Estado  de  San  Luis  Potosí,  una  vez  que  ésta  entre  en  vigor,  serán exigibles,  en  lo  que  resulte  aplicable,  hasta  en  tanto  el  Comité  Coordinador  del  Sistema  Estatal Anticorrupción,  de  conformidad  con  la  ley  de  la  materia,  emita  los  lineamientos,  criterios  y  demás resoluciones  conducentes  de  su  competencia. “
CUARTO.  “Los  procedimientos  administrativos  iniciados  por  las  autoridades  estatales  y  municipales con  anterioridad  a  la  entrada  en  vigor  de  la  presente  Ley,  serán  concluidos  conforme  a  las disposiciones  aplicables  vigentes  a  su  inicio.”

De los dispositivos invocados se desprende que en la administración pública del estado, la facultad disciplinaria corresponde al titular del poder ejecutivo, quien la ejercerá a través de la Contraloría General del Estado y los órganos dependientes de ésta, en los términos que dicha ley señala, lo cual implica que la facultad disciplinaria corresponde originariamente al Contralor General del Estado, quien puede delegar facultades en sus subalternos, sin perjuicio del ejercicio directo.

Por otra parte, el Reglamento Interior de la Contraloría General del Estado, publicado en el periódico oficial del Estado el 17 de diciembre de 2002, el cual resultaba aplicable al momento de ocurridos los hechos que dan origen al inicio del procedimiento de responsabilidad que nos ocupa, procedimiento que da inicio el dieciocho de mayo de dos mil dieciséis, fecha en la que se emite el acuerdo respectivo que da inicio al procedimiento en cuestión, conforme a lo previsto en el artículo 5° del citado ordenamiento, además que el numeral 3° de dicha Reglamentación dispone que para el despacho de los asuntos de su competencia, la Contraloría General del Estado cuenta con diversas unidades administrativas, concretamente con la Dirección General de Normatividad, la que se integra entre otras por la Dirección de Responsabilidades e Inconformidades, que conforme al numeral 12 establece las facultades conferidas a dicha Dirección, entre otras las previstas en las fracciones I y II, relativas a tramitar y resolver las quejas y denuncias competencia de la Contraloría General del Estado, formuladas con motivo del incumplimiento de obligaciones de los servidores públicos de la Administración Pública Estatal, y substanciar y resolver los procedimientos administrativos disciplinarios competencia de la citada Contraloría, previstos en la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, y otros ordenamientos, e imponer las sanciones que procedan cuando se determinen responsabilidades.
De todo lo anterior, es que le resulta competencia a la anteriormente denominada Dirección de Responsabilidades e Inconformidades de la Contraloría General del Estado.

Es menester señalar que durante la etapa de investigación del procedimiento que nos ocupa, se publica en el Periódico Oficial del Estado, el nuevo Reglamento Interior de la Contraloría General del Estado, esto el 31 de agosto de 2017, en vigencia al día siguiente de su publicación, mediante el cual se modifica la estructura del mencionado Órgano Estatal de Control, concretamente la denominada Dirección de Responsabilidades e Inconformidades de la Contraloría General del Estado, a la actual Dirección de Responsabilidades y ética Pública.
Conforme a lo anterior, y atento al artículo transitorio sexto del invocado Reglamento, se dispone que los procedimientos de investigación derivados de quejas y denuncias, así como los procedimientos de responsabilidades administrativas, recibidos, iniciados y tramitados con anterioridad a la entrada en vigor del presente , serán tramitados, substanciados y resueltos por la Dirección de Responsabilidades y Ética Pública, según lo previsto en el artículo transitorio Cuarto de la vigente Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí.
Aunado a lo anterior, de conformidad con el numeral 23 fracción I, del Reglamento Interior de la Contraloría General del Estado, se prevén las facultades de la Dirección de Responsabilidades y Ética Pública, consistentes en determinar la procedencia o improcedencia de iniciar los procedimientos administrativos de responsabilidades y en su caso, citar al presunto responsable a la audiencia inicial en los términos de la Ley de Responsabilidades.

De todo lo cual, se sigue que la Dirección de Responsabilidades y Ética Pública de la Contraloría General del Estado, es competente para  identificar, investigar, determinar y sancionar las responsabilidades administrativas correspondientes.
Cabe señalar que en el caso que nos ocupa, el servidor público sancionado, es dependiente del Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia el Estado de San Luis Potosí, el cual forma parte de la Administración Pública Paraestatal del Estado, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 3° fracción II, inciso a), 51 y 52 de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado

ARTICULO  3o.  “Para  el  despacho  de  los  asuntos  que  competen  al  Poder  Ejecutivo,  el  Gobernador del  Estado  se  auxiliará  de  las  dependencias  y  entidades  que  conforman  la  administración  pública del  Estado,  la cual  será:

II.  Paraestatal,  integrada  por las  siguientes  entidades: 

a) Los  organismos  descentralizados; 

….”

ARTICULO  51.  “La  administración  pública  paraestatal  está  constituida  por  las  entidades  creadas por  ley,  o  por  decreto  del  Ejecutivo  Estatal,  con  personalidad  jurídica  y  patrimonio  propios, cualquiera que sea  la  estructura legal  que adopten. “
ARTICULO  52.  “Son  organismos  descentralizados,  las  entidades  que  tengan  por  objeto  ya  sea  la prestación  de  un  servicio  público  o  social;  la  explotación  de  bienes  o  recursos  propiedad  del Estado;  la  investigación  científica  y  tecnológica;  o  la  obtención  y  aplicación  de  recursos  para  fines de  asistencia  y  seguridad  social.”

Por tanto, si el procedimiento disciplinario se inició y tramitó por la entonces Dirección de Responsabilidades e Inconformidades,  es por lo que la competencia para resolverlo le correspondía a la ahora denominada Dirección de Responsabilidades y Ética Pública, máxime que conforme a lo establecido en el artículo Transitorio Cuarto de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, los  procedimientos  administrativos  iniciados  por  las  autoridades  estatales  y  municipales con  anterioridad  a  la  entrada  en  vigor  de  la  presente  Ley,  serían  concluidos  conforme  a  las disposiciones  aplicables  vigentes  a  su  inicio, por lo cual no podía ser emitida la resolución de mérito por el titular de la Contraloría Interna del Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia el Estado de San Luis Potosí, máxime que de conformidad con el artículo transitorio Sexto del Reglamento Interior de la Contraloría General del Estado, publicado en el Periódico Oficial del Estado el 31 de agosto de 2017,  los procedimientos  de  investigación  derivados  de  quejas  y denuncias  así  como  los  procedimientos  de responsabilidades  administrativas  recibidos,  iniciados  y tramitados  con  anterioridad  a  la  entrada  en  vigor  del presente  Reglamento,  serían  tramitados,  substanciados  y resueltos  por  la  ahora  Dirección  de  Responsabilidades  y Ética  Pública,  conforme  a  las  disposiciones  del  reglamento vigente  al  momento  de  su  inicio,  lo  anterior  según  lo  previsto en  el  artículo  Transitorio  Cuarto  de  la  vigente  Ley  de Responsabilidades  Administrativas  para  el  Estado  y Municipios  de  San  Luis  Potosí.
Por otra parte, el actor se duele de que se contraviene  lo establecido en el numeral 16 Constitucional, pues la resolución combatida está viciada desde su origen, toda vez que considera se le deja en estado de indefensión, ya que la misma deviene de actos totalmente contrarios a lo que señala el citado numeral, como es el hecho que mediante acuerdo de siete de septiembre de dos mil dieciocho, dentro del expediente **********y su oficio**********, se invoca el numeral 44 fracción XVI de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado vigente, así como el numeral 82 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos.
Refiere que el oficio**********, no señala de manera clara que procedimiento se seguirá en contra del actor, y las bases de los mandamientos de autoridad, es decir del procedimiento de responsabilidad administrativa y su oficio respectivo, y el numeral 44 fracción XVI de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado vigente, señala formalidades diversas a la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, puesto que la Ley prevé autoridades investigadoras, substanciadoras y resolutorias, la clasificación de una falta como grave o no grave, así como plazos y figuras distintas a la diversa Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí.
Señala que en el numeral 82 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, únicamente prevé que el órgano disciplinario citara al presunto responsable a una audiencia, haciéndole saber la responsabilidad que se le imputa, el lugar, día y hora en que se verificara dicha audiencia y su derecho a ofrecer pruebas y alegar en la misma lo que a su derecho convenga, por sí o por medio de su defensor, y que concluida esta, la autoridad resolverá dentro de un plazo de quince días hábiles siguientes determinando la existencia o inexistencia de responsabilidad administrativa o imponiendo al infractor las sanciones administrativas correspondientes.
Aduce el demandante que de la interpretación de la fracción I, del numeral 56 de la Ley de Responsabilidades en comento, contiene dos hipótesis, por lo que la demandada debió precisar con exactitud cuál de las obligaciones supuestamente se incumplió, en el caso concreto, es decir la máxima diligencia en el servicio encomendado, o la de abstenerse de cualquier acto u omisión que cause la suspensión o la deficiencia de dio servicio o implique abuso o ejercicio indebido de un empleo, cargo o comisión, y en el caso de esta última precisar si el incumplimiento causó suspensión o deficiencia, y en uno u otro supuesto si implicó un abuso o un ejercicio indebido del empleo, cargo o comisión, por lo que al no hacerlo así no motivó ni fundó debidamente su actuación.
Argumenta el actor que, en lo relativo a la fracción XXIV de la mencionada Ley, la resolutoria refiere que el suscrito no se abstuvo de cualquier acto u omisión que implique incumplimiento de cualquier disposición jurídica relacionada con el servicio público, la autoridad afirma incumplimiento al numeral 2° párrafo primero del Decreto Administrativo mediante el cual se crea la casa hogar**********, pero no establece porque se da el supuesto de incumplimiento específicamente por acción u omisión, ni funda ni motiva porque a su dicho el actor incumplió con el manual de organización aplicado a la casa**********, lo que se traduce en una indebida fundamentación y motivación y no señala pruebas que corroboren el incumplimiento por parte del actor a las disposiciones anotadas.
Por lo que hace a la fracción I del numeral 76 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, señala que su conducta es grave, sin fundar y motivar porque considera grave la conducta, y en qué grado es grave.
Dicho concepto de impugnación es infundado conforme a lo siguiente:
De la lectura del acuerdo de siete de septiembre de dos mil dieciocho, dentro del expediente ********** (ver fojas 441 a la 454),  y el oficio ********** (ver fojas 456 a la 459), se advierte que se invocan entre otras disposiciones legales los artículos 44 fracciones XVI y XVI de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado vigente, y 82 fracción I, de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, que disponen lo siguiente:

ARTICULO  44.  “Para  efecto  de  lo  establecido  en  el  artículo  inmediato  anterior,  el  Gobernador  del Estado  contará  con  la  Contraloría  General  del  Estado,  a  la  que  le  corresponde  el  derecho  de  los siguientes  asuntos:

… XV.  Atender  las  quejas  y  denuncias  que  presente  la  ciudadanía  derivadas  de  las  actuaciones  de los  servidores  públicos  del  Ejecutivo  del  Estado; 
XVI.-  Conocer  e  investigar  las  conductas  de  los  servidores  públicos  de  la  Administración  Pública Estatal  y  de  los  particulares,  que  pudieran  constituir  responsabilidades  administrativas;  así  como substanciar  los  procedimientos  correspondientes  conforme  a  lo  establecido  en  la  Ley  de Responsabilidades  Administrativas  del  Estado  de  San  Luis  Potosí,  por  sí,  o  por  conducto  de  los órganos  internos  de  control  que  correspondan  a  cada  área  de  la  Administración  Pública  Estatal; para  lo  cual  podrán  aplicar  las  sanciones  que  correspondan  en  los  casos  que  no  sean  de  la competencia  del  Tribunal  Estatal  de  Justicia  Administrativa  y,  cuando  se  trate  de  faltas administrativas  graves  o  de  faltas  administrativas    de  particulares,  emitir  el  informe  de  presunta responsabilidad  administrativa  y  ejercer  la  acción  que  corresponda  ante  ese  Tribunal  o  ante  la Auditoría  Superior  del  Estado;  así  como  presentar  las  denuncias  correspondientes  ante  la  Fiscalía  Especializada  en  materia  de  Delitos  Relacionados  con  Hechos  de  Corrupción  y  ante  otras autoridades  competentes,  en  términos  de  las  disposiciones  aplicables;”
ARTICULO  82.  Las  autoridades  competentes  conforme  a  esta  Ley,  impondrán  las  sanciones administrativas  a  que  se refiere el  Capítulo IV  de  este  Título,  mediante el  siguiente procedimiento: 
I. Citarán  al  presunto  responsable  a  una  audiencia,  haciéndole  saber  la  responsabilidad  o responsabilidades  que  se  le  imputan;  el  lugar,  día  y  hora  en  que  se  verificará  dicha  audiencia  y  su derecho  a  ofrecer  pruebas;  y  alegar  en  la  misma  lo  que  a  su  derecho  convenga,  por  sí  o  por  medio de  un defensor.
 (REFORMADO, P.O. 14  DE  ABRIL DE  2011) En  su  caso,  también  asistirá  a  la  audiencia  el  representante  de  la  dependencia,  entidad  estatal,  ayuntamiento o  sus  entidades,  que  para  tal  efecto  designen. 
Entre  la  fecha  de  la  citación  y  la  de  audiencia  deberá  mediar  un  plazo  no  menor  de  cinco  ni  mayor de  quince  días  hábiles;…”

Conforme a lo previsto en los dispositivos legales transcritos, a la  Contraloría  General  del  Estado,  le  corresponde  Atender  las  quejas  y  denuncias  que  presente  la  ciudadanía  derivadas  de  las  actuaciones  de los  servidores  públicos  del  Ejecutivo  del  Estado; además de conocer  e  investigar  las  conductas  de  los  servidores  públicos  de  la  Administración  Pública Estatal  y  de  los  particulares,  que  pudieran  constituir  responsabilidades  administrativas;  así  como substanciar  los  procedimientos  correspondientes  conforme  a  lo  establecido  en  la  Ley  de Responsabilidades  Administrativas  del  Estado  de  San  Luis  Potosí,  y el numeral 82 en la fracción citada, señala el procedimiento para imponer las sanciones administrativas, por las autoridades competentes, para lo cual señala la citación  al  presunto  responsable  a  una  audiencia,  haciéndole  saber  la  responsabilidad  o responsabilidades  que  se  le  imputan;  el  lugar,  día  y  hora  en  que  se  verificará  dicha  audiencia  y  su derecho  a  ofrecer  pruebas;  y  alegar  en  la  misma  lo  que  a  su  derecho  convenga,  por  sí  o  por  medio de  un defensor.
De lo cual se sigue, que con independencia de la cita del numeral 44 fracción XVI de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado, se estableció claramente el procedimiento disciplinario seguido en contra del actor, lo que de manera alguna implica estado de indefensión alguno en contra del mismo, máxime que para los efectos de la comparecencia a la audiencia de Ley respectiva, se precisó el dispositivo legal (82) que prevé el procedimiento correspondiente, y aplicable al caso, es decir el previsto en la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, precisándose además que el inicio del expediente de responsabilidades administrativas obedecía al resultado de las investigaciones derivadas de la denuncia con motivo de los hechos atribuidos al actor, y acontecidos el 23, 25 y 26 de febrero y 13 de marzo de 2015, dentro de las instalaciones de la mencionada casa hogar, por lo que indudablemente la legislación citada se encontraba vigente al momento de ocurridos los hechos que constituyen la conducta atribuida, de ahí que dicha actuación no le produce estado de indefensión alguna al accionante, al establecer con precisión el procedimiento aplicable, acorde a la legislación en comento.
En diverso argumento, el actor se duele de la interpretación de la fracción I, del numeral 56 de la Ley de Responsabilidades en comento, la cual contiene dos hipótesis, por lo que considera  la demandada debió precisar con exactitud cuál de las obligaciones supuestamente se incumplió, en el caso concreto, es decir la máxima diligencia en el servicio encomendado, o la de abstenerse de cualquier acto u omisión que cause la suspensión o la deficiencia de dio servicio o implique abuso o ejercicio indebido de un empleo, cargo o comisión, y en el caso de esta última precisar si el incumplimiento causó suspensión o deficiencia, y en uno u otro supuesto si implicó un abuso o un ejercicio indebido del empleo, cargo o comisión, por lo que al no hacerlo así no motivó ni fundó debidamente su actuación.
Resulta inoperante su argumento, conforme a lo que a continuación se expone.
En primer término, del oficio**********, dirigido al aquí actor, mediante el cual se le cita a audiencia de Ley, dentro del expediente**********, el cual consta a fojas 456 a la 459 del presente sumario, se advierte que se le hizo saber al actor el contenido del proveído de siete de septiembre de dos mil dieciocho,  en donde se establece con precisión y detalle las imputaciones atribuidas, en el que destaca que se estima infringió las disposiciones contenidas en las fracciones I, V y XXIV del artículo 56 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, “…debido a que se presume, que no cumplió con la máxima diligencia el servicio que le fue encomendado, que no se abstuvo de acciones que causaron deficiencia del servicio público que le fue encomendado como enfermero en la Casa Hogar**********, y que implicaron un abuso durante el desarrollo de las actividades que le fueron comendadas como enfermero con motivo de su comisión en agravio de …personas con discapacidad que estaban bajo su cuidado, que si bien es cierto, no eran menores de edad, como ésta acreditado en autos con sus partidas de nacimiento…, también es cierto, que los mismos si cuentan con discapacidad médica, como de igual manera, se encuentra acreditado en el presente expediente… que no observó buena conducta en su empleo, cargo y comisión, debido a que presuntamente no trató con respeto, diligencia y rectitud a internados con discapacidad que estaban bajo su cuidado con motivo de su empleo, cargo y comisión, debido a que presuntamente no trató con respeto, diligencia y rectitud a internados con discapacidad que estaban bajo su cuidado con motivo de su empleo, cargo y comisión de enfermero en la Casa Hogar…, que no se abstuvo de realizar actos que implicaron incumplimiento de las disposiciones jurídicas relacionadas con el servicio público; así como tampoco se abstuvo de cumplir con las demás obligaciones que le imponían otras disposiciones legales y reglamentarias en materia de violencia en contra de la mujer incapacitada y respeto a los derechos humanos de las personas con discapacidad que estaban internadas en la Casa Hogar a la que fue comisionado y por lo tanto, se presume un incumplimiento tanto a sus funciones establecidas en los artículos 2° párrafo primero del Decreto Administrativo mediante el cual se crea la Casa Hogar.., como un organismo público descentralizado del Poder Ejecutivo, publicado en el Periódico Oficial del Estado, el diecisiete de febrero de dos mil nueve; Objeto y Función número dieciséis del Apartado “DESCRIPCIÓN DE FUNCIONES AUXILIAR MÉDICO”, del Manual de Organización aplicado a Casa…, autorizado por Oficialía Mayor del Poder Ejecutivo en el mes de Mayo de dos mil once; y Función Genérica número ocho del Nombramiento de fecha primero de junio de dos mil nueve, expedido con el folio número …a favor de… con el puesto….
Disposiciones que como servidor público y enfermero de la Casa Hogar…, le imponían la obligación de proporcionar atención integral especializada a los ciudadanos que presentan discapacidad y que se encuentran en estado de abandono, maltrato u sean víctimas de violencia familiar, y por tanto sujetos a procesos legales de estado de interdicción, con vistas a una declaración de incapacidad legal, que implica la tutela legal por parte del Estado, o por la incapacidad física y material de los padres o tutores de proporcionarles lo necesario para su desarrollo y subsistencia; obligación de mantener una actitud de respeto y cordialidad con los albergados y la obligación de apoyar con respeto al paciente en su alimento cuando no lo pueda tomar por sí mismo, obligaciones que se presume no cumplió, ya que según la denuncia presentada por el Director General de la Casa Hogar… y la inspección realizada el diecinueve de agosto de dos mil dieciséis, por la entonces Directora de Responsabilidades e Inconformidades de la Contraloría General del Estado y las videograbaciones de fechas veintitrés, veinticinco y veintiséis de febrero y trece de marzo, todos del dos mil quince, se observa que el presunto responsable, realizó actos de discriminación por su discapacidad para tomar por sí mismos los alimentos, de violencia física y psicológica por la forma en que se les proporcionaban los alimentos, de maltrato en su persona, de falta de respeto y cordialidad y de deficiencia en el apoyo para recibir el alimento, por la forma brusca y agresiva en que fueron tratados, en agravio de los ciudadanos con discapacidad de nombres…mismos que se encuentran internados dentro del Organismo Público Descentralizado del Poder Ejecutivo del Estado denominado …”
De lo anterior, se desprende que por lo que respecta a la fracción I, del numeral 56 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, la cual contiene dos hipótesis, cumplir con la máxima diligencia en el servicio que le sea encomendado y abstenerse de cualquier acto u omisión que causa la suspensión o deficiencia de dicho servicio, o implique abuso o ejercicio indebido de un empleo, cargo o comisión; en el caso que nos ocupa, la emisora precisó el Decreto y Manual de Organización que sustentan las obligaciones encomendadas al servidor público, y el grado de cuidado en el desempeño de las funciones del servidor público, en el puesto de enfermero la Casa Hogar citada, señalando además que las disposiciones que invocó la emisora le imponían la obligación al actor de proporcionar atención integral especializada a los ciudadanos que presentan discapacidad y que se encuentran en estado de abandono, maltrato u sean víctimas de violencia familiar, y por tanto sujetos a procesos legales de estado de interdicción, con vistas a una declaración de incapacidad legal, que implica la tutela legal por parte del Estado, o por la incapacidad física y material de los padres o tutores de proporcionarles lo necesario para su desarrollo y subsistencia; así como la obligación de mantener una actitud de respeto y cordialidad con los albergados y la obligación de apoyar con respeto al paciente en su alimento cuando no lo pueda tomar por sí mismo, obligaciones que se presume no cumplió.
Además de lo anterior, de una lectura al documento que constituye la resolución impugnada, en el Considerando QUINTO, inciso C) denominado VALORACION Y DETERMINACION DE EXISTENCIA DE LA CONDUCTA E INFRACCIONES ADMINISTRATIVAS, la emisora reitera las disposiciones que sustentan las obligaciones encomendadas al servidor público, las que fueron incumplidas con la máxima diligencia en el servicio encomendado, lo cual señala se entiende como tal, el grado superlativo de cuidado y esmero en el desempeño del servicio público que tiene encomendado, en el puesto de enfermero en la Casa Hogar citada, debido a que no se abstuvo de acciones que causaran deficiencia del servicio público que le fue encomendad, y que además implicaron abuso durante el desarrollo de las actividades como enfermero, en agravio de las personas con discapacidad que se encontraban bajo su cuidado,  quien además no observó buena conducta en su empleo cargo y comisión, al no tratar con respeto, diligencia y rectitud a internados con discapacidad, y que el servidor público imputado no se abstuvo de realizar actos que implicaron incumplimiento de las disposiciones jurídicas que están relacionadas con el servicio público, así como tampoco de cumplir con las obligaciones que le imponían diversas disposiciones legales y reglamentarias, en materia de violencia en contra de la mujer incapacitada y respeto a los derechos humanos de las personas con discapacidad, internadas en la Casa hogar a la que fue comisionado, máxime que las disposiciones invocadas por la emisora, le imponían la obligación de proporcionar atención integral especializada a los ciudadanos que presentan discapacidad y que se encuentran en estado de abandono, maltrato u sean víctimas de violencia familiar, y por tanto sujetos a procesos legales de estado de interdicción, con vistas a una declaración de incapacidad legal, que implica la tutela legal por parte del Estado, o por la incapacidad física y material de los padres o tutores de proporcionarles lo necesario para su desarrollo y subsistencia; obligación de mantener una actitud de respeto y cordialidad con los albergados y la obligación de apoyar con respeto al paciente en su alimento cuando no lo pueda tomar por sí mismo, obligaciones que se presume incumplidas; en tal virtud la emisora tanto en el oficio**********, mediante el cual se le cita al actor a la audiencia de Ley, dentro del expediente**********, como en la resolución impugnada, se precisan las obligaciones presuntamente incumplidas, relacionadas al cumplimiento con la máxima diligencia en el servicio encomendado, y la de abstenerse de acciones que causaron deficiencia del servicio público encomendado, y que implicaron un abuso durante el desarrollo de las actividades que le fueron encomendadas al servidor público como enfermero con motivo de su comisión en agravio de las personas con discapacidad, para lo cual fundamentó y motivo su actuación, con base en las diversas disposiciones legales contenidas tanto en el oficio citatorio como en la propia resolución impugnada, respecto a los que el actor es omiso por completo en demostrar que no son aplicables, son insuficientes, o bien que no son los idóneos para sostener la legalidad de la actuación autoritaria.
En lo que hace al diverso argumento, relativo a la fracción XXIV del numeral 56 de la mencionada Ley, la resolutoria refiere que el suscrito no se abstuvo de cualquier acto u omisión que implique incumplimiento de cualquier disposición jurídica relacionada con el servicio público, la autoridad afirma incumplimiento al numeral 2° párrafo primero del Decreto Administrativo mediante el cual se crea la casa hogar**********, pero no establece porque se da el supuesto de incumplimiento específicamente por acción u omisión, ni funda ni motiva porque a su dicho el actor incumplió con el manual de organización aplicado a la casa**********, lo que se traduce en una indebida fundamentación y motivación y no señala pruebas que corroboren el incumplimiento por parte del actor a las disposiciones anotadas.

El mencionado argumento, resulta inoperante.

La fracción XXIV del numeral 56 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, dispone como causa de responsabilidad administrativa abstenerse  de  cualquier  acto  u  omisión  que  implique  incumplimiento  de  cualquier disposición  jurídica relacionada con el  servicio  público.
En relación al numeral 2° párrafo primero del Decreto Administrativo mediante el cual se crea la casa hogar **********, la autoridad emisora señaló en lo conducente lo siguiente:

“…Que las disposiciones señaladas en el párrafo anterior le imponían la obligación como servidor público y enfermero de la Casa Hogar**********, de proporcionar atención integral especializada a los ciudadanos que presentan discapacidad y que se encuentran en estado de abandono, maltrato o sean víctimas de violencia familiar, y por tanto sujetos a procesos legales de estado de interdicción, con vistas a una declaración de incapacidad legal, que implica la tutela legal por parte del estado, o por la incapacidad física y material de los padres o tutores de proporcionarles lo necesario para su desarrollo y subsistencia; obligación de mantener una actitud de respeto y cordialidad con los albergados y la obligación de apoyar con respeto al paciente en su alimento cuando no lo pueda tomar por sí mismo, obligaciones que se presume no cumplió, ya que según la denuncia presentada por el Director General de la Casa Hogar **********y la inspección realizada el diecinueve de agosto de dos mil dieciséis, por la entonces Directora de Responsabilidades e Inconformidades de la Contraloría General del Estado, y las videograbaciones de fechas veintitrés, veinticinco y veintiséis de febrero y trece de marzo, todos del dos mil quince, se observa que el presunto responsable, realizó actos de discriminación en agravio de…por su discapacidad para tomar por sí mismos los alimentos, así como actos de violencia física y psicológica por la forma en que se les proporcionaban los mismos; actos de maltrato en su persona, de falta de respeto y cordialidad y de deficiencia en el apoyo para recibir el alimento, y por la forma brusca y agresiva en que fueron tratados causando con ello una presunta violación a los derechos humanos de dichas personas con discapacidad.” (ver foja 17 vuelta)
La autoridad emisora, refiere incumplimiento al numeral 2° párrafo primero del Decreto Administrativo mediante el cual se crea la casa hogar**********, dispositivo que establece: “La Casa Hogar **********tendrá como objeto, proporcionar atención integral especializada a los menores de edad que presentan discapacidad y que se encuentran en estado de abandono, maltrato o sean víctimas de violencia familiar, y por tanto sujetos a procesos legales de estado de interdicción, con vistas a una declaración de incapacidad legal, que implica la tutela legal por parte del Estado, o por la incapacidad física y material de los padres o tutores de proporcionarles lo necesario para su desarrollo y subsistencia.”
Cabe señalar que, de la resolución de mérito se advierte pronunciamiento en el sentido de que la disposición anotada en el párrafo anterior, imponía al servidor público sancionado, en el puesto de enfermero de la citada Casa Hogar, de proporcionar atención integral especializada a los ciudadanos que presentan discapacidad y que se encuentran en estado de abandono, maltrato o sean víctimas de violencia familiar, y por tanto sujetos a procesos legales de estado de interdicción, con vistas a una declaración de incapacidad legal, que implica la tutela legal por parte del estado, o por la incapacidad física y material de los padres o tutores de proporcionarles lo necesario para su desarrollo y subsistencia; obligación de mantener una actitud de respeto y cordialidad con los albergados y la obligación de apoyar con respeto al paciente en su alimento cuando no lo pueda tomar por sí mismo, obligaciones respecto de la cual señala la emisora que se incumplió, de ahí que se encuentra implícito que se trata de una omisión, ante tal descripción; máxime que la omisión implica no realizar una acción que el sujeto está en situación de poder hacer, por lo que la omisión administrativa es, entonces, la omisión de la acción esperada; por tanto la responsabilidad administrativa consiste en la inobservancia de una acción fijada que el servidor público tenía la obligación de efectuar y que, además, podía hacer, lo cual se traduce en la infracción de un deber jurídico; en tal virtud, si la autoridad demandada hace mención al incumplimiento del numeral 2° párrafo primero del Decreto Administrativo mediante el cual se crea la casa hogar**********, el que establece que dicha casa hogar tendrá como objeto, proporcionar atención integral especializada a los menores de edad que presentan discapacidad y que se encuentran en estado de abandono, maltrato o sean víctimas de violencia familiar, y por tanto sujetos a procesos legales de estado de interdicción, con vistas a una declaración de incapacidad legal, que implica la tutela legal por parte del Estado, o por la incapacidad física y material de los padres o tutores de proporcionarles lo necesario para su desarrollo y subsistencia, ello se traduce en la no realización de la acción que el servidor público estaba en la situación de poder hacer, al señalar la emisora que dicha disposición fue incumplida, es decir que el servidor público omitió la acción mandada, y por tanto, esperada con base en dicho Decreto, por lo que se establece que se da el supuesto de incumplimiento por inobservancia de la mencionada disposición, que el servidor tenía la obligación de observar, por lo que implícitamente se entiende que se trata de una omisión, de ahí que se establece claramente la omisión.

Sirve de sustento a lo anterior, la tesis aislada que enseguida se cita:
Registro digital: 183409

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Novena Época

Materias(s): Administrativa

Tesis: VI.3o.A.147 A

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XVIII, Agosto de 2003, página 1832

Tipo: Aislada

RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVA POR OMISIÓN DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. PRINCIPIOS QUE RIGEN SU CONFIGURACIÓN. En el terreno de la responsabilidad administrativa, la omisión, social y jurídicamente relevante, estará referida siempre a una acción determinada, cuya no realización constituye su existencia. No hay una omisión en sí, sino siempre y en todo caso, la omisión de una acción concreta. De aquí se desprende que el autor de una infracción administrativa debe estar en condiciones de poder realizar la acción; si no existe tal posibilidad, por las razones que sean, no puede hablarse de omisión. Omisión no es, pues, un simple no hacer nada, es no realizar una acción que el sujeto está en situación de poder hacer. Todas las cualidades que constituyen la acción en sentido activo (finalidad y causalidad), han de estar a disposición del sujeto para poder hablar de omisión. La omisión administrativa es, entonces, la omisión de la acción esperada. De todas las acciones posibles que un servidor puede realizar, al ordenamiento jurídico administrativo sólo le interesa aquella que la administración pública espera que el servidor haga, porque le está impuesto el deber legal de realizarla. La responsabilidad administrativa omisiva consiste, por tanto, invariablemente en la inobservancia de una acción fijada que el servidor tenía la obligación de efectuar y que, además, podía hacer; luego, ésta es, estructuralmente, la infracción de un deber jurídico. De esta suerte, lo esencial en esta responsabilidad es el incumplimiento de un deber, al omitir el servidor una acción mandada y, por tanto, esperada con base en el ordenamiento jurídico, con la puntualización de que la omisión también puede presentarse como una infracción de resultado, al vincularse el "dejar de hacer" a una consecuencia. TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEXTO CIRCUITO.

La parte actora argumenta que en relación con la fracción I del numeral 76 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, señala la emisora que su conducta es grave sin fundar y motivar porque la considera grave y en que grado.

A este respecto, la emisora de la resolución si funda y motiva la gravedad de la responsabilidad en que incurrió el actor, y así mismo determina en que grado resulta la gravedad de la conducta en que incurrió, lo cual se advierte del considerando Sexto de la resolución de mérito, fracción I, relativa a “La gravedad de la responsabilidad en que se incurrió”, la cual se transcribe a continuación para mayor claridad del asunto:
“…I.- La gravedad de la responsabilidad en que se incurrió; Que en el caso que nos ocupa, la conducta acreditada en autos del expediente en que se actúa, consiste en que…, en su carácter de Enfermero dependiente del Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia del Estado de San Luis Potosí, comisionado en el organismo público descentralizado denominado “Casa Hogar…”, los días veintitrés, veinticinco y veintiséis de febrero y trece de marzo, todos del dos mil quince, dentro del área del comedor del citado organismo público, incurrió en actos de maltrato hacia las personas de nombre…por su discapacidad para tomar por sí mismos los alimentos, de violencia física y psicológica por la forma en que se les proporcionaban los alimentos, de maltrato en su persona, de falta de respeto y cordialidad y de deficiencia en el apoyo para recibir su alimento por la forma brusca y agresiva en que fueron tratados.
Con lo que se demuestra que el encausado, incumplió las obligaciones como Servidor Público debía observar en el desempeño de su encargo, previstas por el artículo 56 fracción I, V y XXIV de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, vigente al momento de ocurrir los hechos investigados, atentando en consecuencia con el bien jurídico tutelado en dichas disposiciones, consistentes:…(…)

En ese sentido, las conductas indebidas desplegadas por el encausado afectaron los derechos humanos de las personas con discapacidad de nombres…, quienes de conformidad con las constancias médicas de cinco de diciembre de dos mil dieciséis, emitidas por el Jefe del Servicio de neurología del Hospital Central....., la primera tiene parálisis cerebral, retraso mental psicomotriz profundo y epilepsia primaria y de igual forma, el segundo de los mencionados, esta diagnosticado con epilepsia estructural síndrome demencial (Smith), y retraso mental profundo (subdesarrollo intelectual), derivado de los malos tratos que el encausado les profirió.
Lo anterior, en contravención de lo dispuesto por los artículos 2° párrafo primero del Decreto Administrativo mediante el cual se crea la Casa Hogar …, como un organismo público descentralizado del Poder Ejecutivo, publicado en el Periódico Oficial del Estado, el diecisiete de febrero de dos mil nueve; Objetivo y Función número dieciséis del apartado “DESCRIPCIÓN DE FUNCIONES AUXILIAR MEDICO”, del Manual de Organización aplicado a Casa…, autorizado por Oficialía Mayor del Poder Ejecutivo en el mes de Mayo del dos mil once…y función Genérica número ocho del Nombramiento… a favor de…con el puesto 05-07 ENFERMERA AUXILIAR (foja 58), y como consecuencia presumiblemente incumplió con las obligaciones señaladas en los artículos 1° y 109 fracción III de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 1°, numeral 1 y 2, de la Convención Americana Sobre Derechos Humanos, Adoptada en la Ciudad de San José de Costa Rica, el 22 de noviembre de 1969 y publicada en el Diario Oficial de la Federación, el jueves 7 de mayo de 1981; artículo 1, numeral 1 y 2, inciso a) y II de la Convención Interamericana para la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra las personas con Discapacidad publicada en el Diario Oficial de la Federación, el Lunes 12 de marzo de 2001; Artículo 1 de la Convención sobre la Eliminación de todas las formas de Discriminación contra la Mujer, publicada en el Diario Oficial de la Federación, el Martes 12 de mayo de 1981, Artículos 1, 2 letra b, 4 letra b y 6 de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer, “CONVENCIÓN DE BELÉM DO PARÁ” publicada en el Diario Oficial de la Federación, el martes 19 de enero de 1999; 1° fracción III, 4° y 9° fracción XXVIII de la Ley Federal para Prevenir y Eliminar la Discriminación, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 11 de junio de 2003; 7°, 12 párrafos primero y cuarto y 125 fracción III de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí; 1°, 2°, fracciones I, IV, XIII y XIV, 3° fracción I, 4° fracción IV y 6° fracción VII de la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia del Estado de San Luis Potosí; 1°, 2° fracciones I, II, IV, IX y XI y 3° del Decreto Administrativo mediante el cual se expide el Código de Ética para los Servidores Públicos de la Administración Pública del Estado de San Luis Potosí, vigente al momento de que ocurrieron las irregularidades investigadas.
Aunado a lo anterior, el artículo 1° tercer párrafo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, señala que “Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad. En consecuencia, el Estado deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar las violaciones a los derechos humanos, en los términos que establezca la ley.” Por su parte el artículo 7° primer párrafo última parte de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí, señala que “Las autoridades estatales y municipales deberán respetar y hacer respetar tanto dichas garantías, como los derechos humanos, conforme lo dispongan las leyes reglamentarias y ordinarias respectivas, así como los tratados internacionales de la materia”.
Así pues, a fin de determinar la gravedad de tales hechos es aplicable el siguiente criterio del Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa Del Primer Circuito:

(…)…

En esa línea argumentativa, este Órgano Estatal de Control, en ejercicio de su facultad discrecional para clasificar la gravedad de las conductas investigadas, considera que en el caso concreto, la conducta desplegada por el encausado resulta grave en grado alto, pues como quedó señalado en líneas que anteceden, incurrió en actos que afectaron derechos humanos, empero no respecto de cualquier persona, sino de personas con discapacidad, que requieren de mayor consideración y sensibilidad de parte de los servidores públicos con quienes tienen trato, en virtud de que en el caso concreto y por su situación clínica particular en la que se encuentran, no podían defenderse por sí mismos de los maltratos recibidos al no ser capaces de tomar por sí mismos sus alimentos. Luego, el sujeto encausado respecto del caso que nos ocupa, con su inadecuado comportamiento no contribuyó a que se lograra el objeto de creación del Organismo Público Descentralizado…previsto por el artículo 2° del Decreto Administrativo de diecisiete de febrero de dos mil nueve mediante el cual fue creado, el cual consiste en “…proporcionar atención integral especializada a los menores de edad que presentan discapacidad y…que implica la tutela legal por parte del Estado…” faltando en consecuencia a su obligación de salvaguardar los principios rectores del servicio público en específico los de legalidad, honradez, lealtad y eficiencia, que deben caracterizar a todo Servidor Público, con lo que se desprende que el Estado no fue efectivo en proteger, respetar y garantizar los derechos humanos de…, a ser tratados con dignidad, y respeto, así como a no ser objeto de malos tratos por su discapacidad, ello a causa del deficiente desempeño de uno de sus servidores públicos como lo es en el caso concreto el servicio público realizado por…como enfermero comisionado en la “Casa Hogar…”.
En ese sentido, la conducta desplegada amerita ser censurada, pues atenta contra el buen despacho del servicio público, toda vez que no generó la confianza esperada en su desempeño como servidor público, conforme a los razonamientos señalados al analizar su defensa, máxime que como ya se dijo es obligación de todas las autoridades en el ámbito de su competencia, el proteger, respetar y garantizar los derechos humanos de todas las personas y en el caso concreto los de las personas con discapacidad antes mencionadas, de conformidad con el artículo 12 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí, que establece que: “…las personas con discapacidad, los senectos y los niños y las niñas serán objeto de especial protección por parte de las autoridades”, lo cual se debe lograr a través de la presente resolución, máxime que también es deber del Estado, el prevenir, investigar, sancionar y reparar las violaciones a los derechos humanos.
De lo hasta aquí expuesto, se advierte que el encausado no ajustó su actuación de manera estricta a la normatividad interna, legal y convencional antes citada, como era su obligación hacerlo como servidor público, acorde a según los artículos 1° y 133 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como los artículos artículo 6°, 7° y 12 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí, por lo que al no hacerlo e incurrir en actos de maltrato hacia las personas de nombre…por su discapacidad para tomar por sí mismos los alimentos, de violencia física y psicológica por la forma en que se les proporcionaban los alimentos, de maltrato en su persona, de falta de respeto y cordialidad y de deficiencia en el apoyo para recibir su alimento por la forma brusca y agresiva en que fueron tratados, se desprende la alta gravedad de la conducta desplegada por el encausado, debido a que su actuar no corresponde a la conducta ejemplar que debe caracterizar a todo servidor público en la estricta observancia de la estructura jurídica del estado. Elemento objetivo de individualización que será ponderado en relación con los demás elementos a que se refiere el ordinal 76 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, vigente al momento de los hechos investigados, para graduar la sanción a imponer.”
Como se aprecia de los razonamientos anteriores, relacionados a la gravedad de la responsabilidad en que incurrió el aquí actor en su calidad de servidor público, contrario a lo expresado por el demandante, la autoridad demandada si funda y motiva la gravedad de la conducta, para lo cual se sustenta en diversas disposiciones legales y ordenamientos legales, contenidos en el apartado respectivo de la resolución impugnada, respecto a los que el actor es omiso por completo en demostrar que no son aplicables, son insuficientes, o bien que no son los idóneos para sostener la legalidad de la actuación autoritaria; de igual manera se hace el señalamiento preciso del grado de gravedad de la conducta desplegada (alto), exponiendo las consideraciones legales por las cuales determina el grado de gravedad,  en los términos de la transcripción anterior, lo cual no es controvertido por el actor, por lo cual resulta la inoperancia del agravio.
En lo relativo a la fundamentación y motivación  del incumplimiento con el Manual de Organización aplicado a la casa hogar en comento, contrario a lo expuesto por el actor, la emisora de la resolución impugnada, si señala la fundamentación y motivación en dicho sentido, toda vez que en el apartado denominado VALORACION Y DETERMINACION DE EXISTENCIA DE LA CONDUCTA E INFRACCIONES ADMINISTRATIVAS, refiere en lo conducente lo siguiente:
“…Así las cosas, al presuntamente incurrir el encausado en actos de maltrato hacia las personas de nombre…por su discapacidad para tomar por sí mismos los alimentos, de violencia física y psicológica por la forma en que se les proporcionaban los alimentos, de maltrato en su persona, de falta de respeto y cordialidad y de deficiencia en el apoyo para recibir su alimento por la forma brusca y  agresiva en que fueron tratados, resulta evidente que incumplió el artículo 2° párrafo primero del Decreto Administrativo mediante el cual se crea la casa Hogar**********; que como ya se dijo era el de proporcionar atención integral especializada a los ciudadanos que presentan discapacidad y que se encuentran en estado de abandono, maltrato o sean víctimas de violencia familiar, y por tanto sujetos a procesos legales de estado de interdicción, con vistas a una declaración de incapacidad legal, que implica la tutela legal por parte del Estado, o por la incapacidad física y material de los padres o tutores de proporcionarles lo necesario para su desarrollo y subsistencia.
Del mismo modo, con los actos de maltrato señalados en el párrafo que antecede se desprende que faltó al Objetivo y Función número dieciséis del Apartado descripción de funciones auxiliar médico, del Manual de Organización aplicado a la casa…; consistentes en Brindar una atención de calidad y libre de riesgos a los menores albergados en la casa Hogar mediante una administración efectiva del personal de enfermería a su cargo y de los recursos que dispone. Y mantener una actitud de respeto y cordialidad con los menores albergados y compañeros de trabajo.” De igual forma se apartó de la Función Genérica número ocho del nombramiento de fecha primero de junio de dos mil nueve, expedido con el folio número **********a favor de …con el puesto:05-07 enfermera auxiliar, consistente en brindar Apoyo al paciente en su alimento cuando no lo puede tomar por sí mismo, objetivo y funciones que resultan evidentemente contrarios al comportamiento y conductas desplegadas por el encausado, las cuales pudieron ser claramente apreciadas en las videograbaciones que obran en el expediente (foja99), así como del contenido del acta de diecinueve de agosto de dos mil dieciséis (fojas 38-41), que sustentan la imputación que le fue formulada, por ello,  al apartarse de tales disposiciones resulta claro que incurrió en incumplimiento a la fracción XXIV del artículo 56 de la ley de responsabilidades en cita, en tal virtud las imputaciones realizadas al encausado estuvieron debidamente fundadas y motivadas y en consecuencia no existió transgresión alguna a los artículos 1°, 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos…”
Conforme a lo transcrito con antelación, la autoridad demandada invoca el Manual de Organización en comento, así como el Objetivo y la Función número dieciséis del Apartado descripción de funciones auxiliar médico del invocado Manual, comprendiendo dicho Manual el objetivo consistente en, brindar una atención de calidad y libre de riesgos a los menores albergados en la casa Hogar mediante una administración efectiva del personal de enfermería a su cargo y de los recursos que dispone, y  la función citada comprendida en el apartado de Funciones, refiere el mantener una actitud de respeto y cordialidad con los menores albergados y compañeros de trabajo, cuyo contenido es coincidente con la documental consistente en el multireferido Manual de Organización (ver fojas 306 y 307), señalando en las consideraciones legales relativas que el objetivo y funciones anotados son contrarios al comportamiento y conductas desplegadas por el encausado, las cuales fueron apreciadas en las videograbaciones que obran en el expediente, así como del contenido del acta de diecinueve de agosto de dos mil dieciséis, medios probatorios que sustentan la imputación atribuida al actor,  por lo que ante su inobservancia resulta claro que incurrió en incumplimiento a la fracción XXIV del artículo 56 de la ley de responsabilidades en cita; de ahí que no exista transgresión alguna al artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, dada la fundamentación y motivación respecto del incumplimiento con base en el Manual de Organización en comento.

Lo anterior aunado a que la autoridad demandada al producir su contestación de demanda señaló que, los actos de maltrato señalados en la resolución (maltrato hacia las personas con discapacidad para tomar por sí mismos sus alimentos, violencia física y psicológica por la forma en que se les proporcionaban los alimentos, de maltrato a su persona, de falta de respeto y cordialidad y de deficiencia en el apoyo para recibir su alimento por la forma brusca y agresiva en que fueron tratados), de los cuales se desprende que el accionante faltó al objetivo y función número dieciséis del apartado descripción de funciones auxiliar médico, del Manual de Organización aplicado a casa hogar**********, consistentes en brindar una atención de calidad y libre de riesgos a los menores albergados en la casa hogar mediante una administración efectiva del personal de enfermería a su cargo y de los recursos que dispone, y mantener una actitud de respeto y cordialidad con los menores albergados y compañeros de trabajo.
Lo anterior se constata en la resolución impugnada, de cuya lectura se aprecia que la emisora señaló, de manera reiterada la forma en que el actor incurrió en violación a la normatividad en que se sustenta, consistente en maltrato hacia las personas con discapacidad para tomar por sí mismos sus alimentos, violencia física y psicológica por la forma en que se les proporcionaban los alimentos, de maltrato a su persona, de falta de respeto y cordialidad y de deficiencia en el apoyo para recibir su alimento por la forma brusca y agresiva en que fueron tratados, para lo cual se sustenta entre otra normatividad en el Manual de Organización en comento, así como el Objetivo y la Función número dieciséis del Apartado descripción de funciones auxiliar médico del citado Manual.
Por otra parte, el actor  se duele de que, no se señalan las pruebas que efectivamente corroboren el incumplimiento que se le atribuye, por lo cual considera que la autoridad parte de afirmaciones sin sustento.

Las manifestaciones expuestas a consideración de esta Sala Unitaria devienen inoperantes, ya que la actora parte de una premisa falsa, consistente en que la autoridad demandada para establecer el incumplimiento de la disposición legal 56 en diversas fracciones (I, V y XXIV) de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí disposiciones legales, no se señalan pruebas que corroboren su incumplimiento; sin embargo, como se advierte de la propia resolución impugnada, en el Considerando QUINTO, se aprecia en el inciso B) la valoración y alcance de las pruebas de cargo, así como la valoración y alcance de las pruebas de descargo, excepciones y defensas, en el que se especifican todas y cada una de las pruebas que sustentaron la determinación de la responsabilidad administrativa atribuida al actor, exponiendo las consideraciones legales que se tomaron en cuenta para otorgarles valor probatorio, concluyendo la emisora que tales elementos de convicción eran contundentes para demostrar la plena responsabilidad administrativa del aquí actor.
Por tanto, la parte actora pierde de vista como se dilucidó en el párrafo que antecede, que la determinación de la existencia de la responsabilidad administrativa, se sustentó en lo expuesto en el Considerando Quinto de la mencionada Resolución, en el que se describen las probanzas que acreditaron la responsabilidad en la que incurrió el aquí actor, sin que el aquí actor haya combatido de manera concreta y específica alguno de los elementos de prueba, o bien apartado de consideraciones que sustentan la resolución de mérito; de ahí que sea ineficaz la exigencia alegada por la impetrante, pues como ya se dijo, en el considerando Quinto fueron señaladas las pruebas que efectivamente corroboran el incumplimiento que se le atribuye al impetrante; de ahí que el hecho de que se hayan especificado y valorado los elementos de prueba, en términos del Considerando Quinto de la resolución combatida, resulta suficiente para acreditar que contrario a la afirmación de la parte actora si se precisaron las pruebas que sustentaron la conducta atribuida al actor, dentro del procedimiento administrativo de responsabilidades incoado en su contra.

Respecto del cúmulo de pruebas que sustentan el incumplimiento del servidor público aquí actor, en relación a las disposiciones legales invocadas por la emisora, y en las cuales se sustenta la autoridad demandada, a fin de determinar la responsabilidad administrativa en contra del actor, el actor es omiso por completo en controvertir de manera específica los medios probatorios y las consideraciones legales expuestas, que se concretan en el Considerando Quinto de la resolución de mérito, en el que se determina la existencia de la responsabilidad administrativa, de ahí que el agravio relativo a que la autoridad no señala pruebas que corroboren el incumplimiento por parte del actor a las disposiciones anotadas, resulta ineficaz.

Es aplicable en la especie, la Jurisprudencia 2a./J. 108/2012 (10a.), cuyo rubro, contenido y datos de localización son los siguientes: 
Época: Décima Época Registro: 2001825 Instancia: Segunda Sala Tipo de Tesis: Jurisprudencia Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta Libro XIII, Octubre de 2012, Tomo 3, Materia(s): Común Tesis: 2a./J. 108/2012 (10a.) Página: 1326 
“AGRAVIOS INOPERANTES. LO SON AQUELLOS QUE SE SUSTENTAN EN PREMISAS FALSAS. Los agravios cuya construcción parte de premisas falsas son inoperantes, ya que a ningún fin práctico conduciría su análisis y calificación, pues al partir de una suposición que no resultó verdadera, su conclusión resulta ineficaz para obtener la revocación de la sentencia recurrida.” Tesis de jurisprudencia 108/2012 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del veintinueve de agosto de dos mil doce.
En un diverso motivo de disenso, expuesto por el actor en su escrito de alcance a su demanda, refiere que se violentó su derecho de debida audiencia, al comunicarle el oficio**********, de fecha 10 de septiembre de 2018, dirigido al aquí actor, mediante el cual se le cita a audiencia de Ley, dentro del expediente**********, no se acompañaron los videos donde se sustentan las imputaciones, negando haber actuado en los términos que se le atribuyen, y mucho menos violentó derecho humano alguno, por lo que al no haber proporcionado los referidos videos con el emplazamiento al procedimiento, es por lo que no estuvo en aptitud de defenderse cabal y plenamente de las imputaciones en su contra, y se violentó en su perjuicio la garantía de audiencia al no haber dado vista con las pruebas rendidas en la investigación, a fin de poder controvertirlas.
Resulta inoperante el agravio anterior, toda vez que del oficio citatorio**********, se advierte que al emplazar al actor para los efectos de citación a la audiencia de Ley, dentro del procedimiento de responsabilidades administrativas, se le hizo saber que “…tiene derecho a ofrecer pruebas que considere necesarias para su defensa y que desvirtúen los hechos que han dado origen al presente procedimiento administrativo, …para lo cual se le informa que el expediente en que se actúa, se encuentra a su disposición para su consulta…en la Dirección de Responsabilidades y Ética Pública de la Contraloría General del Estado, sita en…, por lo que su consulta e imposición de autos, queda bajo su completa responsabilidad.”
Lo resaltado es nuestro.
Conforme al contenido del oficio citatorio, se advierte que si bien no fueron acompañados los videos a que hace referencia el actor, y que se describen en dicho oficio al precisarse las imputaciones, sin embargo dicha actuación no violenta en modo alguno su derecho de audiencia, pues estuvo en posibilidad de conocer el contenido de los videos de referencia, al informarle la autoridad demandada que el expediente de responsabilidad administrativa instruido en su contra, se encontraba a su disposición para su consulta, en la Dirección de Responsabilidades y Ética Pública de la Contraloría General del Estado, respecto de la cual se precisó la ubicación de la mencionada Dirección, por lo cual evidentemente estuvo en aptitud de consultar dichos medios de prueba, y controvertir los mismos en su oportunidad, a fin de producir su defensa, máxime que con base en la comparecencia de fecha seis de diciembre de dos mil dieciocho (ver fojas 555 a la 563), el actor compareció a la continuación de la audiencia de Ley señalada para dicha fecha, en la que se aprecia que el actor ofertó medios de prueba vinculados con el disco DVD, que contiene cuatro archivos de video, los que se relacionan con el área de video vigilancia de la Dirección de Gestión y Participación Social del Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia del Estado, por lo que una vez notificado el actor de  la calificación y admisión de dichas pruebas, manifestó “Quedo notificado de la admisión y calificación de las pruebas y estoy de acuerdo, siendo todo lo que tengo que manifestar”, con lo que se demuestra de manera clara que el actor formulo su defensa, y en lo particular en relación a los videos mencionados ofreció medios de prueba tendientes a controvertir los mismos, de ahí que no se violenta su derecho de audiencia, al tener la oportunidad de controvertir los medios de prueba en mención, y producir una defensa efectiva en contra de las imputaciones que le fueron formuladas en su contra.
Aduce el actor, que los videos en los que se sustenta la autoridad se obtuvieron de manera ilícita, por lo que no tienen valor probatorio alguno.

Que la inspección y sustracción de los videos realizada por la entonces Directora de Responsabilidades e Inconformidades fue realizada sin facultades y sin autorización de la autoridad competente, por lo que las videograbaciones carecen de valor jurídico en el presente procedimiento. 
El actor se duele que, en la causa administrativa la autoridad encargada de la investigación de responsabilidad administrativa, no solicitó a la autoridad judicial la intervención de las comunicaciones privadas almacenadas en el equipo de cómputo, por lo que la información que se obtuvo sin autorización judicial, no puede incorporarse al procedimiento administrativo disciplinario.
Los sintetizados conceptos de violación, son inoperantes. 


Se sostiene de tal manera, porque los argumentos comprendidos del Cuarto concepto de impugnación, al Séptimo concepto de impugnación, del escrito de alcance a la demanda (ver fojas 147 a la 172), de acuerdo a su contenido, constituyen una reiteración esencialmente idéntica del punto Cuarto al punto Séptimo del capítulo de excepciones y defensas, formulado por el actor ante la propia autoridad emisora, mediante escrito recepcionado el 27 de septiembre de 2018, como se constata del escrito que obra a fojas 475 a la 516, de manera específica las fojas 484 a la 492, pues de un análisis exhaustivo de ambos escritos así se observa.

Del contenido de los mencionados escritos se aprecia con meridiana claridad, que los conceptos de violación son una reproducción esencialmente idéntica del punto Cuarto al punto séptimo del capítulo de excepciones y defensas, expresado en el escrito signado por el actor y recepcionado el 27 de septiembre de 2018, ante la propia autoridad, sin combatir las consideraciones y fundamentos legales en que se sustentó la demandada para determinar que era infundado, cuya imagen se digitaliza a continuación:

********** (se suprime imagen digitalizada)

Consecuentemente, si las consideraciones de la autoridad demandada, anteriormente precisadas, no se controvierten a través de los conceptos de violación hechos valer en tanto que constituyen una reiteración esencialmente idéntica de los argumentos que originalmente hizo valer el ahora actor ante la autoridad demandada; es inconcuso que deben subsistir para continuar rigiendo el sentido del fallo, atento a la jurisprudencia sustentada por el Segundo Tribunal Colegiado del Quinto Circuito, que aparece publicada en el Semanario Judicial de la Federación, Octava Época, Tomo IX, Febrero de 1992, Tesis V.2o. J/18, Página 77, que a la letra reza: 


“CONCEPTOS DE VIOLACION INOPERANTES, PORQUE NO COMBATEN LOS MOTIVOS Y FUNDAMENTOS DE LA SENTENCIA RECLAMADA.  Si el quejoso no se ocupa de atacar las consideraciones de la responsable, que dieron respuesta a lo que ante dicha autoridad se adujo a manera de agravios y que se reitera en los conceptos de violación, debe considerarse que tales consideraciones no combatidas, en las que no se advierte incorrección alguna, subsisten como sustento de la sentencia reclamada y rigen a ésta.”.  


Así como la jurisprudencia pronunciada por el Tercer Tribunal Colegiado del Segundo Circuito, visible en la  Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Octava Época, Tomo 63, Marzo de 1993, Tesis II.3o. J/44, Página 40, que textualmente dice:   

“CONCEPTOS DE VIOLACION INOPERANTES, SI SE CONCRETAN A REPETIR LOS AGRAVIOS Y NO ATACAN LAS CONSIDERACIONES Y FUNDAMENTOS DEL FALLO. Si en los conceptos de violación el quejoso se concreta a repetir en esencia los agravios expresados en la apelación, y omite atacar las consideraciones y fundamentos que sirvieron a la Sala responsable para confirmar el fallo de primera instancia, dichos conceptos de violación resultan inoperantes.”.

Por otra parte, el accionante en el concepto de impugnación Octavo, aduce que le causa agravio lo señalado en la resolución impugnada, toda vez que a fojas 47 de la resolución, la emisora se pronuncia en relación a los incisos octavo y noveno del escrito de comparecencia de ley, por lo que al respecto señala que la demandada pretende descalificar su agravio segundo al séptimo, en el sentido de negar ser la persona que aparece en los videos, puesto que los videos son de mala calidad y no se alcanza a apreciar de manera indubitable que el aquí actor sea la persona de los videos, además de que existía la posibilidad de que pudieran ser otros enfermeros que se desempeñaban en la casa hogar, ya que el orden de sus agravios no debe ser razón para desestimarlos.
Refiere el actor que de la transcripción que señala, se advierte que la demandada desestima los agravios aduciendo que en ninguno de los capítulos anteriores el actor al respecto lo mencionó, por lo cual dicho argumento debe ser declarado ilegal.
Resulta inoperante lo expuesto por el demandante, toda vez que de la resolución impugnada se advierte que la emisora realiza pronunciamiento respecto a lo manifestado por el actor en lo relativo a los puntos Octavo y Noveno de la defensa del encausado, lo cual realiza en completitud en los siguientes términos:
“…En cuanto  a lo manifestado en los Puntos Octavo y Noveno de la defensa del encausado, se advierte que se encuentran relacionados entre sí, por lo que es menester atenderlos de manera conjunta en este momento y en ese sentido, se advierte que no le asiste razón al encausado, debido a que si bien es cierto dice negar ser el propio encausado quien aparece en las videograbaciones que forman parte de este expediente y que fueron descritas en el acta de diecinueve de agosto de dos mil dieciséis (fojas 38-41) por la mala calidad de las mismas, lo cierto es que sus manifestaciones resultan contradictorias entre sí, puesto que los argumentos de defensa contenidos en los puntos SEGUNDO, TERCERO, CUARTO, QUINTO, SEXTO Y SÉPTIMO que anteceden y que se han analizado en líneas anteriores han versado sobre descalificar de diversas formas el procedimiento disciplinario que nos ocupa a efecto de que no se llegue a la verdad de los hechos que motivaron el inicio de ese expediente, sin que en ninguna de las argumentaciones previas haya desconocido ser la persona que aparece en dichas videograbaciones, y que pudo ser cualquiera de los otros enfermeros que ahí laboraban, de lo que se advierte que solo se trata de un nuevo intento de sorprender a esta autoridad a efecto de evadir el procedimiento al cual se encuentra sujeto y que para tal efecto recurre a señalar la existencia de una de odio hacia su persona por parte del entonces Director General de la “Casa Hogar ********** ”,…, para descalificar la identificación realizada por éste hacia el encausado.
No obstante lo anterior, tampoco le asiste razón al encausado en cuanto a que la identificación realizada sobre su persona por parte del entonces Director General de la “Casa Hogar**********”,…,es ilegal porque la diligencia no tenía los alcances de realizar la identificación de las personas que aparecieran en las videograbaciones, sin embargo, como se advierte del proveído de dieciocho de agosto de dos mil dieciséis, la entonces Directora de Responsabilidades e Inconformidades de esta Contraloría General del Estado, señaló que el objeto de dicha diligencia sería el de allegarse las videograbaciones señaladas por el denunciante y en su caso si así se considera necesario, revisar el contenido de las mismas para estar en posibilidades de determinar la existencia o no de elementos de convicción que permitan advertir alguna conducta inapropiada ya sea por parte del servidor público denunciado o de diverso servidor y/o ex servidor público. En ese tenor, resulta inconcuso en primer lugar que la diligencia de inspección se llevó a cabo en ejercicio de las facultades de investigación que ostentaba, tal como aparece en la fundamentación de dicho acuerdo al citar entre otros fundamentos el artículo 12 fracciones I, III y X del Reglamento Interior de la Contraloría General del Estado vigente en ese momento, y además con fundamento en los artículos 271, 279, 288, 352 y 353 del Código de Procedimientos Civiles del Estado de aplicación supletoria al procedimiento de responsabilidades por disposición el numeral 115 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí.
En ese sentido, no debe perderse de vista que en ejercicio de sus facultades de investigación la Directora de Responsabilidades e Inconformidades consideró necesaria la revisión de las videograbaciones precisamente para determinar inicialmente si existía alguna conducta que ameritara ser reprochada a servidor o ex servidor público alguno y en ese tenor  se advirtió la presencia en las videograbaciones correspondientes a los días veintitrés, veinticuatro y veinticinco de marzo y trece de abril de dos mil quince, siendo la misma persona en todas las videograbaciones que se revisaron la que desplegó conductas inapropiadas en contra de personas con discapacidad acorde su situación particular en que se encuentran, es decir no fue una persona distinta en cada uno de los videos analizados sino que la persona que desplegó las conductas indebidas en cada día es la misma persona en todos los videos con lo que se disipa la duda respecto de que pudiera ser algún otro enfermero que labore ahí como lo refiere el encausado, además sin prejuzgar sobre la identidad del encausado a simple vista se aprecia que la persona que aparece en las videograbaciones comparte rasgos con la persona que aparece en la fotografía de la credencial para votar de… que obra dentro del presente sumario (foja 364), luego contrario a lo que sostiene el encausado la directora de responsabilidades e inconformidades no debió autorizar que comparecieran testigos y peritos con el fin de identificar plenamente a quien aparece en las videograbaciones y no por ello significa que se haya apartado de lo dispuesto por los artículos 288, 352 y 353 del Código de Procedimientos Civiles, puesto que la identificación de las personas que aparecen en los videos era necesaria hacerla en ese acto en ejercicio de sus facultades de investigación, para saber si ameritada (sic) tomar acciones respecto de las videograbaciones o bien abandonar ese indicio y enfocarse en uno diverso en el cual estuvieran relacionados otros servidores públicos y tal fue el caso que lo manifestado en la denuncia inicial tuvo concordancia con lo que se apreció en tales videos que por ello fue que se determinó continuar con la investigación en contra del ahora encausado lo cual en modo alguno implica vulneración de los derechos fundamentales del encausado por no existir ilicitud que motive tal vulneración, pues tanto el encausado como todos los servidores públicos del estado deben soportar la investigación de sus actos por parte de esta Contraloría General del Estado. Cuando exista sospecha de la comisión de una conducta constitutiva de responsabilidad administrativa.
Luego en cuanto a que el dicho de una sola persona no genera convicción de que sea el encausado quien ahí aparece, y a su negación tajante de ser quien aparece en tales videograbaciones, así como su negación de haber asistido a trabajar los días veintitrés, veinticuatro y veinticinco de marzo y trece de abril todos del dos mil quince a la “Casa Hogar**********” y además su afirmación de que es necesaria una prueba pericial que demuestre que el encausado aparece en tales videograbaciones, se advierte que el encausado solo se limita a realizar negaciones unilaterales empero sin ofrecer medio de convicción idóneo que demuestre su dicho y sustente su defensa, luego, toda vez que sus negaciones implican afirmaciones el encausado está obligado a probarlas en términos el (sic) artículo 274 fracción I del Código de Procedimientos Civiles del Estado, de aplicación supletoria al presente procedimiento por disposición del artículo 115 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, situación que en la especie no ocurre, tal como se advierte de las pruebas ofrecidas por el encausado que más adelante se analizaran pero que desde este momento es factible determinar en no (sic) ofreció prueba alguna que demuestre su afirmación de no ser él quien aparece en las videograbaciones, o bien que se trate de un enfermero diverso así como tampoco demuestra su afirmación de no haber acudido a laborar precisamente los días veintitrés veinticuatro y veinticinco de marzo y trece de abril todos del dos mil quince a la “Casa Hogar**********” y en ese sentido, al no acreditar su dicho sus manifestaciones resultan unilaterales y dogmáticas al no estar sustentadas por un medio de convicción que las demuestre y en tal virtud no son susceptibles de tomarse en consideración en su favor.

Además de lo antes mencionado, es pertinente señalar que el encausado se conduce con falsedad ate (sic) esta autoridad al referir que no asistió a laborar los días veintitrés, veinticuatro y veinticinco de marzo y trece de abril todos de dos mil quince, toda vez que de los recibos de pago de nómina correspondientes al período del dieciséis al treinta y uno de marzo y del uno al quine (sic) de abril, ambos de dos mil quince (fojas 72-73), no se advierte descuento alguno por concepto de faltas ni retardos, pues por el contrario, en ambos pagos quincenales se aprecia que el encausado recibió pagos por concepto de estímulo de puntualidad, mismo que no sería susceptible de ser pagado de haber existido las faltas de asistencia en que afirma haber incurrido los días en que se cometieron conductas indebidas en contra de personas con discapacidad y respecto de las cuales niega ser su autor, pues con los recibos de nómina en cita se advierte que el encausado está faltando a la verdad en sus manifestaciones y por ese hecho no le asiste razón en cuanto a lo manifestado…”
Como se ve, la autoridad emisora de la resolución impugnada, vierte las consideraciones legales por las cuales determina que no le asiste razón al actor, por cuanto hace a los puntos octavo y noveno de su escrito de comparecencia de ley, para lo cual refiere diversas consideraciones legales, sin limitarse exclusivamente a lo que el aquí actor transcribe en su escrito de alcance a la demanda, que hizo consistir en lo siguiente:

“sus manifestaciones resultan contradictorias entre sí, puesto que los argumentos de defensa contenidos en los puntos SEGUNDO, TERCERO, CUARTO, QUINTO, SEXTO Y SÉPTIMO que anteceden y que se han analizado en líneas anteriores han versado sobre descalificar de diversas formas el procedimiento disciplinario que nos ocupa a efecto de que no se llegue a la verdad de los hechos que motivaron el inicio de ese expediente, sin que en ninguna de las argumentaciones previas haya desconocido ser la persona que aparece en dichas videograbaciones, Y QUE PUDO SER CUALQUIERA DE LOS OTROS ENFERMEROS QUE AHÍ LABORABAN”

Lo anterior aunado, a que contrario a lo afirmado por el actor,  la emisora no reconoció de manera expresa que pudo haber sido cualquiera de los otros enfermeros que laboraban en la mencionada casa hogar, pues en este sentido señaló que si bien el actor negó haber sido él quien aparecía en las videograbaciones descritas en el acta de diecinueve de agosto de dos mil dieciséis, sus manifestaciones resultaban contradictorias entre sí, puesto que los argumentos de defensa contenidos en los puntos SEGUNDO, TERCERO, CUARTO, QUINTO, SEXTO Y SÉPTIMO que fueron analizados, versaban sobre descalificar de diversas formas el procedimiento disciplinario, sin que en ninguna de las argumentaciones previas haya desconocido ser la persona que aparece en dichas videograbaciones; y si bien se advierte en el contenido lo siguiente: “y que pudo ser cualquiera de los otros enfermeros que ahí laboraban”, es de hacerse notar que no se trata de una afirmación de la demandada como lo pretende hacer ver el actor , pues en la continuación del argumento, la autoridad refiere que “…sin que en ninguna de las argumentaciones previas haya desconocido ser la persona que aparece en dichas videograbaciones, y que pudo ser cualquiera de los otros enfermeros que ahí laboraban,  de lo que se advierte que solo se trata de un nuevo intento de sorprender a esta autoridad a efecto de evadir el procedimiento al cual se encuentra sujeto y que para tal efecto recurre a señalar la existencia de una de odio hacia su persona por parte del entonces Director General de la “Casa Hogar**********”,…, para descalificar la identificación realizada por éste hacia el encausado.”, por lo que resulta claro que, el actor utiliza solo una parte del argumento de la emisora, sin apreciar la totalidad del contexto del argumento, de ahí que su agravio resulte inoperante al partir de una hipótesis incorrecta o falsa, máxime que sustenta su argumento en ella.
Se concatena a lo anterior, las diversas consideraciones legales que expuso la emisora, por cuanto hace a los puntos Octavo y Noveno de la defensa del encausado, en los términos que se citan a continuación:

“…En cuanto a lo manifestado en el puntos (sic) Octavo y Noveno de la defensa del encausado, se advierte que se encuentran relacionados entre sí, por lo que es menester atenderlos de manera conjunta en este momento y en ese sentido, se advierte que no le asiste razón al encausado, debido a que si bien es cierto dice negar ser el propio encausado quien aparecen las videograbaciones que forman parte de este expediente y que fueron descritas en el acta de diecinueve de agosto de dos mil dieciséis (fojas 38-41) por la mala calidad de las mismas, lo cierto es que sus manifestaciones resultan contradictorias entre sí, puesto que los argumentos de defensa contenidos en los puntos SEGUNDO, TERCERO, CUARTO, QUINTO SEXTO Y SÉPTIMO que anteceden y que se han analizado en líneas anteriores han versado sobre descalificar de diversas formas el procedimiento disciplinario que nos ocupa a efecto de que no se llegue a la verdad de los hechos que motivaron el inicio de ese expediente,  sin que en ninguna de las argumentaciones previas haya desconocido ser la persona que aparece en dichas videograbaciones, y que pudo ser cualquiera de los otros enfermeros que ahí laboraban,  de lo que se advierte que solo se trata de un nuevo intento de sorprender a esta autoridad a efecto de evadir el procedimiento al cual se encuentra sujeto y que para tal efecto recurre a señalar la existencia de una de odio hacia su persona por parte del entonces Director General de la “Casa Hogar**********”,…, para descalificar la identificación realizada por éste hacia el encausado.
No obstante lo anterior, tampoco le asiste razón al encausado en cuanto a que la identificación realizada sobre su persona por parte del entonces Director General de la “Casa Hogar**********”…es ilegal porque la diligencia no tenía los alcances de realizar la identificación de las personas que aparecieran en las videograbaciones, sin embargo, como se advierte del proveído de dieciocho de agosto de dos mil dieciséis, la entonces Directora de Responsabilidades e Inconformidades de esta Contraloría General del Estado, señaló que el objeto de dicha diligencia sería el de allegarse las videograbaciones señaladas por el denunciante y en su caso si así se considera necesario, revisar el contenido de las mismas para estar en posibilidades de determinar la existencia o no de elementos de convicción que permitan advertir alguna conducta inapropiada ya sea por parte del servidor público denunciado o de diverso servidor y/o ex servidor público. En ese tenor, resulta inconcuso en primer lugar que la diligencia de inspección se llevó a cabo en ejercicio de las facultades de investigación que ostentaba, tal como aparece en la fundamentación de dicho acuerdo al citar entre otros fundamentos el artículo 12 fracciones I,III y X del Reglamento Interior de la Contraloría General del Estado vigente en ese momento, y además con fundamento en los artículos 271, 279, 288, 352 y 353 del Código de Procedimientos Civiles del Estado de aplicación supletoria al procedimiento de responsabilidades por disposición del numeral 115 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí.
En ese sentido, no debe perderse de vista que en ejercicio de sus facultades de investigación la Directora de Responsabilidades e Inconformidades consideró necesaria la revisión de las videograbaciones precisamente para determinar inicialmente si existía alguna conducta que ameritara ser reprochada a servidor o ex servidor público alguno y en ese tenor se advirtió la presencia en las videograbaciones correspondientes a los días veintitrés, veinticuatro y veinticinco de marzo y trece de abril todos del dos mil quince, siendo la misma persona en todas las videograbaciones que se revisaron la que desplegó las conductas indebidas en cada día es la misma persona en todos los videos con lo que se disipa la duda respecto de que pudiera ser algún otro enfermero que labore ahí como lo refiere el encausado, además sin prejuzgar sobre la identidad del encausado a simple vista se aprecia que la persona que aparece en las videograbaciones comparte rasgos con la persona que aparece en la fotografía de la credencial para votar de **********que obra dentro del presente sumario (foja 364), luego contrario a lo que sostiene el encausado la directora de responsabilidades e inconformidades no debió autorizar que comparecieran testigos y peritos con el fin de identificar plenamente a quien aparece en las videograbaciones y no por ello significa que se haya apartado de lo dispuesto por los artículos 288, 352 y 353 del código de procedimientos civiles, puesto que la identificación de las personas que aparecen en los videos era necesaria hacerla en ese acto en ejercicio de sus facultades de investigación, para saber si ameritada (sic) tomar acciones respecto de las videograbaciones o bien abandonar ese indicio y enfocarse en uno diverso en el cual estuvieran relacionados otros servidores públicos y tal fue el caso que lo manifestado en la denuncia inicial tuvo concordancia con lo que se apreció en tales videos que por ello fue que se determinó continuar con la investigación en contra del ahora encausado lo cual en modo alguno implica vulneración de los derechos fundamentales del encausado por no existir ilicitud que motive tal vulneración, pues tanto el encausado como todos los servidores públicos del estado deben soportar la investigación de sus actos por parte de esta Contraloría General del Estado. Cuando exista sospecha de la comisión de una conducta constitutiva de responsabilidad administrativa.
Luego en cuanto a que el dicho de una sola persona no genera convicción de que sea el encausado quien ahí aparece, y a su negación tajante de ser quien aparece en tales videograbaciones, así como su negación de haber asistido a trabajar los días veintitrés, veinticuatro y veinticinco de marzo y trece de abril todos del dos mil quince a la “Casa Hogar**********” y además su afirmación de que es necesaria una prueba pericial que demuestre que el encausado aparece en tales videograbaciones, se advierte que el encausado solo se limita a realizar negaciones unilaterales empero sin ofrecer medio de convicción idóneo que demuestre su dicho y sustente su defensa, luego, toda vez que sus negaciones implican afirmaciones el encausado está obligado a probarlas en términos del artículo 274 fracción I del Código de Procedimientos Civiles del Estado, de aplicación supletoria al presente procedimiento por disposición del artículo 115 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, situación que en la especie no ocurre, tal como se advierte de las pruebas ofrecidas por el encausado que más adelante se analizarán pero que desde este momento es factible determinar en no ofreció prueba alguna que demuestre su afirmación de no ser él quien aparece en las videograbaciones, o bien que se trate de un enfermero diverso así como tampoco demuestra su afirmación de no haber acudido a laborar precisamente los días veintitrés,  veinticuatro y veinticinco de marzo y trece de abril todos del dos mil quince a la “Casa Hogar**********” y en ese sentido, al no acreditar su dicho sus manifestaciones resultan unilaterales y dogmáticas al no estar sustentadas por un medio de convicción que las demuestre y en tal virtud no son susceptibles de tomarse en consideración en su favor.
Además de lo antes mencionado, es pertinente señalar que el encausado se conduce con falsedad ate (sic) esta autoridad al referir que no asistió a laborar los días veintitrés, veinticuatro y veinticinco de marzo y trece de abril todos del dos mil quince, toda vez que de los recibos de pago de nómina correspondientes al período del dieciséis al treinta y uno de marzo y del uno al quine (sic) de abril, ambos de dos mil quince (fojas 72-73), no se advierte descuento alguno por concepto de faltas ni retardos, pues por el contrario, en ambos pagos quincenales se aprecia que el encausado recibió pagos por concepto de estímulo de puntualidad, mismo que no sería susceptible de ser pagado de haber existido las faltas de asistencia en que afirma haber incurrido los días en que se cometieron conductas indebidas en contra de personas con discapacidad y respecto de las cuales niega ser su autor, pues con los recibos de nómina en cita se advierte que el encausado está faltando a la verdad en sus manifestaciones y por ese hecho no le asiste razón en cuanto a lo manifestado.”
Conforme a la transcripción que antecede, la emisora vierte argumentos en los cuales sustenta el análisis realizado respecto de los puntos Octavo y Noveno de la defensa del encausado, consideraciones las cuales no fueron combatidas debidamente por el accionante, pues si bien es cierto el actor señala que su declaración negativa formulada, fue de manera lisa y llana, por lo que la demandada se encontraba obligada a probar que era el actor el autor de las conductas indebidas, también resulta cierto que la emisora de la resolución señaló que la Directora de Responsabilidades e Inconformidades consideró necesaria la revisión de las videograbaciones precisamente para determinar inicialmente si existía alguna conducta que ameritara ser reprochada a servidor o ex servidor público alguno y en ese tenor se advirtió la presencia en las videograbaciones correspondientes a los días veintitrés, veinticuatro y veinticinco de marzo y trece de abril todos del dos mil quince, siendo la misma persona en todas las videograbaciones que se revisaron la que desplegó las conductas indebidas en cada día es la misma persona en todos los videos con lo que se disipa la duda respecto de que pudiera ser algún otro enfermero que labore ahí como lo refiere el encausado, además refirió que a simple vista se apreciaba que la persona que aparecía en las videograbaciones compartía rasgos con la persona que aparece en la fotografía de la credencial para votar de **********que obra dentro del sumario, así como que la identificación de su persona fue realizada por el Director General de la Casa Hogar multicitada, cuestiones que no se controvierten con medio de prueba alguno aportado por el actor.
Lo anterior aunado a que, como parte de su defensa el actor niega haber asistido a laborar los días veintitrés, veinticuatro y veinticinco de marzo y trece de abril todos del dos mil quince, sin embargo dicha negativa se controvierte con los medios de prueba relativos a los recibos de pago de nómina correspondientes al período del dieciséis al treinta y uno de marzo y del uno al quince de abril, ambos de dos mil quince, apreciándose en ambos pagos quincenales que el accionante recibió pagos por concepto de estímulo de puntualidad, mismo que no sería susceptible de ser pagado de haber existido las faltas de asistencia en que afirma haber incurrido los días en que se cometieron conductas indebidas en contra de personas con discapacidad y respecto de las cuales niega ser su autor; cuestiones que tampoco son controvertidas por el actor en este juicio.
En el mismo concepto de impugnación el actor se duele de que en la causa, los dichos de las personas que participaron en el acta de diecinueve de agosto de dos mil dieciséis, son ilegales pues la Directora de Responsabilidades e inconformidades debió ordenar y autorizar que comparecieran testigos y peritos con el fin de identificar plenamente a la persona que aparece en los videos, por lo que no se siguieron las formalidades del procedimiento, así la Directora de Responsabilidades e Inconformidades debió ceñir su actuar a la Ley Adjetiva Civil, de aplicación supletoria al procedimiento de responsabilidades específicamente a lo señalado en los artículos 288, 352 y 353.
Resulta inoperante su argumento, toda vez que los preceptos legales en cita no señalan de manera imperativa que previamente se deba ordenar y autorizar la comparecencia de testigos y peritos, a efecto de que en el caso en la inspección se identificara plenamente a la persona que aparece en los videos en los términos que precisa el actor, de ahí que no era menester una actuación previa por parte de la autoridad demandada, a fin de que se autorizaran a los intervinientes en el desarrollo de la diligencia efectuada por la Directora de Responsabilidades e Inconformidades de la Contraloría General del Estado, por tanto dicha actuación no irroga perjuicio alguno al actor; máxime que al señalarse en el auto de dieciocho de agosto de dos mil dieciséis, que el objeto de la diligencia de inspección tenía como finalidad allegarse de las videograbaciones, y si así se consideraba necesario, revisar su contenido para estar en condiciones de determinar la existencia o no de elementos de convicción que permitieran advertir alguna conducta inapropiada, bien por parte del servidor púbico denunciado o de diverso servidor público, lo cual tiene el alcance de identificar a las personas que aparecieran en las videograbaciones, pues ello implica estar en condiciones de determinar la existencia o no de elementos de convicción que permitan advertir alguna conducta inapropiada, por parte del servidor púbico, máxime que la Directora de Responsabilidades e Inconformidades de la Contraloría General del Estado, realizó la diligencia de inspección en ejercicio de las facultades de investigación que ostentaba, atento al fundamento expuesto en el proveído de dieciocho de agosto de dos mil dieciséis.

 En el concepto de impugnación Noveno, el accionante aduce que le causa agravio el haber negado de manera lisa y llana haber acudido a trabajar los días 23, 24 y 25 de febrero de 2015 y el 13 de marzo de 2015, a la casa hogar, por lo cual es imposible que haya realizado las conductas atribuidas en esas fechas, de ahí que al no haber prueba en el expediente de haber laborado en esas fechas, las imputaciones resultan ilegales y carentes de sustento, ya que la autoridad debió demostrar que el actor acudió a laborar, lo cual en el caso no aconteció.
El agravio vertido resulta inoperante, en virtud de que si bien el actor niega haber asistido a laborar los días señalados, corresponde a la autoridad acreditar demostrar la asistencia a las labores del actor en las fechas anotadas, lo cual acredito, al emitir pronunciamiento en el sentido de que resultaba falso lo expuesto por el actor quien refirió que no asistió a laborar en las fechas multicitadas, sustentándose en los medios de prueba consistentes en los recibos de nómina, de los cuales no se advertía descuento alguno por faltas ni retardos, los días en que se cometieron las conductas atribuidas, por lo cual la emisora consideró que el encausado estaba faltando a la verdad en sus manifestaciones, por lo que no le asistía la razón; y además de lo anterior existen diversos elementos de prueba que demuestran que es el actor la persona que se aprecia aparece en las videograbaciones, y es quien comparte rasgos con la persona que aparece en la fotografía de la credencial para votar de**********, así como que la identificación de su persona fue realizada por el Director General de la Casa Hogar multicitada, cuestiones que no se controvierten con medio de convicción alguno que obre dentro del sumario.

Aunado a lo anterior, cabe señalar que con los recibos de pago no sólo se acredita el pago del salario, sino también que la actora prestó sus servicios en esos días, toda vez que representa la remuneración por los servicios prestados en los días pagados, y, por ende resultan idóneos para desvirtuar la inasistencia que afirma el actor, en las fechas en las cuales se cometieron las conductas atribuidas.
Sirve de apoyo a lo anterior la Jurisprudencia que enseguida se transcribe:

Décima Época
Registro: 2001737
Instancia: Segunda Sala
Jurisprudencias
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta
Libro XII, Septiembre de 2012, Tomo 2
Materia(s): Laboral
Tesis: 2a./J. 89/2012 (10a.)
Página: 966

RECIBOS DE PAGO DEL SALARIO. CONSTITUYEN DOCUMENTOS IDÓNEOS PARA ACREDITAR QUE EL TRABAJADOR LABORÓ EL DÍA SEÑALADO COMO DEL DESPIDO. La relación de trabajo tiene como elemento fundamental el pago del salario como remuneración por los servicios prestados. En tal virtud, la nómina de personal, la lista de raya o el recibo de pago de salarios, sea semanal, quincenal, catorcenal o en cualquier modalidad que no rebase los plazos señalados por la Ley Federal del Trabajo, hacen presumir que el trabajador laboró en el periodo de pago correspondiente, debido a que éste representa la remuneración por los servicios prestados en los días pagados, pues su firma constituye el reconocimiento de que recibió el salario por los días trabajados, a menos que demuestre que el pago del salario por el periodo de que se trate se hizo anticipadamente. Por tanto,  si en el juicio laboral el patrón exhibe cualquiera de aquellos comprobantes firmados por el trabajador, cuyo contenido no sea desvirtuado, con ellos acredita no sólo el pago del salario, sea semanal, catorcenal o quincenal, sino también que el trabajador prestó sus servicios en esos días y, por ende, son idóneos para desvirtuar el despido en alguno de los días del pago respectivo.

Contradicción de tesis 135/2012. Entre las sustentadas por el Noveno Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Primera Región, con residencia en Cuernavaca, Morelos y el Segundo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Cuarto Circuito. 11 de julio de 2012. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Sergio Salvador Aguirre Anguiano. Secretaria: Amalia Tecona Silva. 

Tesis de jurisprudencia 89/2012 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del ocho de agosto de dos mil doce.

 Lo resaltado es nuestro.
En un diverso motivo de impugnación el actor se duele de la ilegalidad de la resolución, al pretender señalar que no tiene obligación como servidor público acatar el dispositivo invocado por la emisora (artículo 2° párrafo primero del Decreto Administrativo mediante el cual se crea la casa Hogar**********), sin embargo que le afecta de manera colectiva en virtud de las obligaciones del Estado para con sus asilados o que en su defecto se incurren en responsabilidades administrativas por terceras personas, y el actor se ve obligado a responder por tales extremos, por lo cual considera el actor que es incongruente que la demandada le diga que no tiene obligación de acatar en forma personal y directa de acuerdo a su nombramiento y funciones, sin embargo de acuerdo a lo señalado como objetivo general si le afecta directamente, por lo que señala es incongruente la resolución impugnada.
A este respecto, es necesario señalar que el actor se sustenta en las consideraciones que expone la emisora, en los términos siguientes:

“…debe decirse que no le asiste razón, toda vez que contrario a lo que sostiene, si era su obligación observar el artículo 2° párrafo primero del Decreto Administrativo mediante el cual se crea la “Casa Hogar**********”, toda vez que si bien es cierto no establece una obligación directa hacia su persona, en cuanto a sus obligaciones como servidor público, también resulta cierto que es imposible que exista una ley específica y personalizada para el encausado, sin embargo, en dicho artículo se establecen los objetivos generales de la casa hogar, es decir su objeto de existencia, el cual como ya se dijo en líneas que anteceden es el de proporcionar atención integral especializada los menores de edad que presenten discapacidad y que se encuentren en estado de abandono, maltrato o sean víctimas de violencia familiar y por tanto sujetos a procesos legales de estado de interdicción, con vistas a una declaración de incapacidad legal que implica la tutela legal por parte del Estado o por la incapacidad física y material de los padres o tutores de proporcionarles lo necesario para su desarrollo y subsistencia. Y que a efecto de brindar la atención especializada proporcionará albergue temporal o definitivo a los menores proveyéndolos los elementos necesarios para su desarrollo e incorporación a sociedad …”
El concepto de nulidad resulta inoperante, al no existir la incongruencia alegada por el actor, pues en la resolución de mérito, en la parte señalada, la emisora sostiene que es obligación del actor en su calidad de servidor público, observar el artículo 2° párrafo primero del Decreto Administrativo mediante el cual se crea la “Casa Hogar**********”, disposición en la cual aun cuando no se establece una obligación directa y específica hacia el actor, le resulta aplicable al prever el objetivo general de la casa hogar al cual se encontraba vinculado, al estar comisionado a dicha casa hogar, es por lo cual el citado Decreto le resultaba aplicable, máxime que es imposible la existencia de una ley específica para el actor, por lo que no resulta incongruente la resolución impugnada.
Lo anterior aunado a que la autoridad demandada en continuación a las consideraciones que quedaron transcritas, señaló además que la disposición legal en comento no está dirigida a persona alguna, sin embargo el encausado estaba obligado a contribuir en el ámbito de su competencia a lograr el objetivo de creación de la casa hogar, esto es, en su desempeño como enfermero comisionado a la citada casa hogar, y en cumplimiento de su obligación genérica por el hecho de ser servidor público, debía desempeñar con la máxima diligencia el servicio que tuvo encomendado dentro de dicha casa hogar correspondiendo de esa manera a la confianza que tanto el gobierno del estado como la sociedad en general depositan en su persona al considerarlo una persona digna y con los conocimientos y capacidades suficientes para desempeñar su labor de la mejor manera en beneficio de las personas con discapacidad.
Acreditándose en el caso, el puesto del actor como enfermero auxiliar, comisionado a la Casa Hogar de referencia, con base en el oficio**********, de fecha 20 de marzo de 2013, que suscribe el Director General del Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia del Estado, dirigido a la Casa Hogar**********, el que consta a fojas 236 y 237, del presente expediente, por lo que como lo sostiene la emisora, el aquí actor en su calidad de servidor público estaba obligado a contribuir en el ámbito de su competencia a lograr el objetivo de creación de la mencionada casa hogar, conforme a lo previsto en el artículo 2° párrafo primero del Decreto Administrativo mediante el cual se crea la casa Hogar**********, con la máxima diligencia al servicio que tenía encomendado, el cual consistía en proporcionar atención integral especializada a los menores de edad que presenten discapacidad y que se encuentren en estado de abandono, maltrato o sean víctimas de violencia familiar y por tanto sujetos a procesos legales de estado de interdicción, con vistas a una declaración de incapacidad legal que implica la tutela legal por parte del Estado o por la incapacidad física y material de los padres o tutores de proporcionarles lo necesario para su desarrollo y subsistencia. Y que a efecto de brindar la atención especializada proporcionará albergue temporal o definitivo a los menores proveyéndolos los elementos necesarios para su desarrollo e incorporación a la sociedad.
No pasa desapercibido para esta Sala Unitaria, que el actor refiere la obligación de cumplir obligaciones respecto de cuerpos normativos publicados en el Periódico Oficial del Estado, para lo cual invoca el criterio jurisprudencial que transcribe, bajo el registro 2010889, que precisa que cuando los manuales de organización de procedimientos o servicios al público son la base para fincarles responsabilidades administrativas y sanciones, el conocimiento de su existencia y contenido no puede derivar de algún otro medio legal, sino de su publicación en el órgano de difusión oficial correspondiente, sin embargo en el caso no solo el manual de organización es la base para afectar la esfera de derechos del servidor público, al fincarle responsabilidad y sancionarlo, sino que también la conducta reprochada deriva del incumplimiento a lo previsto en el artículo 2° párrafo primero del Decreto Administrativo mediante el cual se crea la casa Hogar**********, que guarda relación con el objetivo de creación de la mencionada casa hogar, al cual el servidor público estaba obligado a contribuir en el ámbito de su competencia, así como también a la función número ocho que emana del nombramiento del actor, al cual se encontraba obligado a cumplir, documental que consta a fojas 232 y 233 del presente expediente, siendo dicha norma legal y función de observancia obligatoria, inherentes al desempeño de los servidores públicos, máxime que en materia de responsabilidades administrativas de los servidores públicos, basta acudir al reglamento, manual o nombramiento en que se consignan las obligaciones a que está sujeto cada servidor público, a fin de verificar la conducta a la que está obligado a desplegar en el adecuado ejercicio de sus funciones; por lo que en el caso la emisora del acto no sólo se remite a la regulación administrativa, como lo es el manual de organización, como la base para fincarle responsabilidad administrativa al aquí accionante, sino también al Decreto Administrativo de referencia y la función establecida en el nombramiento del mismo, de ahí que el criterio jurisprudencial que invoca no aplica al caso respecto del citado Decreto y nombramiento del actor.

A mayor abundamiento, es necesario señalar que la responsabilidad administrativa de los servidores públicos surge como consecuencia de sus actos u omisiones, ya sea que se definan en la legislación bajo la cual se expidió su nombramiento, en la normatividad y especificaciones propias de la actividad desarrollada, o bien, de las que se contemplen en la Legislación de Responsabilidades de los Servidores Públicos; pues de no considerarse así, bastaría que el ordenamiento jurídico relativo a determinada dependencia, no previera en concreto y expresamente las obligaciones y deberes que a cada servidor público razonablemente le corresponden para dejar impunes prácticas contrarias a los valores y cualidades que orientan a la administración pública y garantizan el buen servicio bajo el principio unitario de coherencia entre la actuación del servidor público y valores constitucionales conducentes, sobre la base correlativa de deberes generales y exigibilidad activa de su responsabilidad.
Por lo que hace a los argumentos restantes del Décimo concepto de impugnación, Décimo Primero, Décimo Segundo, Décimo Tercero, Décimo Cuarto, Décimo Quinto y Décimo Sexto, son una reproducción esencialmente idéntica del punto Décimo, Décimo Primero, Décimo Segundo, Décimo Tercero, Décimo Cuarto, Décimo Quinto y Décimo Sexto del capítulo de excepciones y defensas, expresado en el escrito signado por el actor y recepcionado el 27 de septiembre de 2018, ante la propia autoridad, sin combatir las consideraciones y fundamentos legales en que se sustentó la demandada para determinar que no le asistía razón al aquí actor, mismas que se tienen por reproducidas en este apartado en obvio de repeticiones innecesarias, y para los efectos legales a que haya lugar, las cuales constan a fojas 32 vuelta a la 51 frente del presente expediente.
Consecuentemente, si las consideraciones expuestas por la autoridad demandada, precisadas en la resolución de mérito, no se controvierten a través de los conceptos de violación hechos valer en tanto que constituyen una reiteración esencialmente idéntica de los argumentos que originalmente hizo valer el ahora actor ante la autoridad demandada; es inconcuso que deben subsistir para continuar rigiendo el sentido del fallo, atento a la jurisprudencia sustentada por el Segundo Tribunal Colegiado del Quinto Circuito, que aparece publicada en el Semanario Judicial de la Federación, Octava Época, Tomo IX, Febrero de 1992, Tesis V.2o. J/18, Página 77, que a la letra reza: 


“CONCEPTOS DE VIOLACION INOPERANTES, PORQUE NO COMBATEN LOS MOTIVOS Y FUNDAMENTOS DE LA SENTENCIA RECLAMADA.  Si el quejoso no se ocupa de atacar las consideraciones de la responsable, que dieron respuesta a lo que ante dicha autoridad se adujo a manera de agravios y que se reitera en los conceptos de violación, debe considerarse que tales consideraciones no combatidas, en las que no se advierte incorrección alguna, subsisten como sustento de la sentencia reclamada y rigen a ésta.”.  


Así como la jurisprudencia pronunciada por el Tercer Tribunal Colegiado del Segundo Circuito, visible en la  Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Octava Época, Tomo 63, Marzo de 1993, Tesis II.3o. J/44, Página 40, que textualmente dice:   

“CONCEPTOS DE VIOLACION INOPERANTES, SI SE CONCRETAN A REPETIR LOS AGRAVIOS Y NO ATACAN LAS CONSIDERACIONES Y FUNDAMENTOS DEL FALLO. Si en los conceptos de violación el quejoso se concreta a repetir en esencia los agravios expresados en la apelación, y omite atacar las consideraciones y fundamentos que sirvieron a la Sala responsable para confirmar el fallo de primera instancia, dichos conceptos de violación resultan inoperantes.”.

En atención a lo anterior, a juicio de la Magistrada Titular de esta Primera Sala Unitaria, se declara la LEGALIDAD y VALIDEZ de la Resolución impugnada, consistente en la resolución dictada el veinticinco de junio de dos mil veintiuno, por la Directora de Responsabilidades y Ética Pública de la Contraloría General del Estado, mediante la cual se determina la suspensión del empleo por el período de tres meses sin goce de sueldo, dentro del Procedimiento de Responsabilidad Administrativa número**********.

Por lo expuesto, fundado en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º, fracción XIV, y 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; y con apoyo además en los artículos 248, 249 y 251, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; es de resolverse y se RESUELVE:

PRIMERO.- Esta Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver el presente juicio.

SEGUNDO.- Se decreta la LEGALIDAD Y VALIDEZ de la resolución dictada el veinticinco de junio de dos mil veintiuno, por la Directora de Responsabilidades y Ética Pública de la Contraloría General del Estado, mediante la cual se determina la suspensión del empleo por el período de tres meses sin goce de sueldo, dentro del Procedimiento de Responsabilidad Administrativa número**********, por las razones expuestas en el Considerando Sexto de esta resolución.
TERCERO.- Notifíquese personalmente a la Parte Actora y por oficio a las Autoridades Demandadas, con copia autorizada de esta resolución.

ASÍ, lo resolvió y firma la Magistrada Titular de la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada MA. EUGENIA REYNA MASCORRO, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado LIC. ANTONIO MARTÍNEZ PORTILLO, que autoriza y da fe.- CONSTE. (rúbricas)

Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo con lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.
